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Prólogo

Este texto constituye una síntesis destinada a dar cuenta de los principales cambios experimentados por la sociedad argentina en el período 1880-1955. el eje de esta producción son las explicaciones elaboradas para el estudio de le relación Estado – sociedad, y pretende constituir una guía para la reflexión sobre el proceso histórico en el período. Se aspira a que los estudiantes puedan identificar los diferentes actores sociales de esa etapa, como así también las complejas relaciones que establecieron entre sí.

Las autoras.

Introducción

En las páginas siguientes se aborda un período de la historia argentina que se inicia con la puesta en marcha de un proyecto que en lo económico se caracterizó por el crecimiento hacia fuera, basado en las exportaciones agropecuarias; en lo político por un régimen conservador u oligárquico; y en lo social por los cambios en la composición demográfica consecuencia de la inmigración masiva. 

La etapa 1880-1916 se caracterizó por profundas transformaciones que sentaron las bases de la Argentina moderna. Después de la introducción del sufragio universal, nuevos sectores sociales emergentes de estas transformaciones, tuvieron una participación política en la esfera gubernamental que, sin embargo, no modificó las bases de funcionamiento de la economía.

La crisis de los años 30, de fuerte incidencia sobre los países exportadores de productos primarios, tuvo además en la Argentina una manifestación política, al producirse, el 6 de septiembre de 1930 la primera intervención militar exitosa. Se inauguró así un período de inestabilidad marcado en el terreno económico por el desarrollo de una industrialización sustitutiva de importaciones, acompañada de un creciente intervencionismo estatal y, en le ámbito político, por el falseamiento de la voluntad popular por medio del fraude y el cuestionamiento al sistema democrático. Las transformaciones sociales verificadas en esos años, que potenciaron el papel de la clase obrera industrial, sumadas al impacto de la Segunda Guerra Mundial, dieron lugar al surgimiento de la figura del Coronel Juan Domingo Perón, quien emergió de las filas de los militares que concretaron en 1943 un nuevo golpe exitoso convirtiéndose con rapidez en el líder de los trabajadores. Su triunfo electoral en febrero de 1946 fue el punto de partida de un régimen político que implicó la incorporación de las masas a la vida política, el apartamiento relativo respecto de las prácticas características del régimen democrático y el despliegue de un proyecto industrializador basado exclusivamente en el mercado interno.

Los enfrentamientos que se produjeron en la sociedad argentina dieron lugar al surgimiento de una brecha, mucho más marcada en el terreno cultural y social que en el ámbito de los intereses económicos que contribuyó a la inestabilidad política y culminó con el derrocamiento de Perón en 1955 por obra de un golpe militar que tuvo el apoyo de parte de la sociedad civil. Sin embargo, la llamada “Revolución Libertadora” no acabó en manera alguna con el peronismo...

La Argentina de la “generación del 80”

 Entre 1810 y 1880 la República Argentina vivió un largo y accidentado proceso de construcción de una unidad política estable. El núcleo del problema residió en el enfrentamiento entre dos regiones que reivindicaban intereses contrapuestos: Buenos Aires y el interior.

El conflicto, en principio, se vinculó con una cuestión especial, surgida en las postrimerías del período colonial. Por un lado, una ciudad – puerto abierta al exterior con un dominio creciente sobre un territorio poblado por un reducido número de indígenas. Por otro, el interior, que abarcaba una realidad geográfica mucho más extensa, en la cual se erigían sistemas de poder conformados sobre la autoridad de los caudillos, dirigentes locales que, a partir de la sintonía con los problemas de su región, contaron con la lealtad de sectores importantes de la población. En el terreno específicamente económico, mientras Buenos Aires era el centro de un espacio económico integrado de manera creciente con el mercado exterior, a partir de la explotación, primero de cueros y más tarde de lana, las economías de las distintas regiones del interior estaban estructuradas sobre la base de un modo de producción pre capitalista con un nivel tecnológico dirigido a un mercado extremadamente limitado, incapaz por lo tanto de enfrentar la competencia proveniente de un mercado abierto. Estas dos realidades generaban soluciones económicas contrapuestas: librecambio y control exclusivo de los recursos aduaneros era la posición de buenos Aires, la ciudad – puerto; proteccionismo y reparto de las rentas provenientes del comercio exterior constituían la base del programa de quienes defendían los intereses del interior.

La situación de enfrentamiento político se prolongó durante varias décadas como consecuencia de que ninguna de las partes lograba imponerse de manera total sobre la otra. En términos políticos, los vaivenes fueron continuos, marcados por guerras en las que los poderes provinciales luchaban contra Buenos Aires pero también se enfrentaban entre sí. 

A grandes rasgos, puede afirmarse que, tras los primeros veinte años de inestabilidad que siguieron a los acontecimientos de 1810 y 1816 generada en medida significativa por los enfrentamientos con el poder español, el período siguiente, que abarcó aproximadamente dos décadas estuvo dominado por la figura del caudillo bonaerense Juan Manuel de Rosas. Su régimen más allá del tipo particular de relaciones sociopolíticas que estableció dentro de la provincia de Buenos Aires, a nivel más general se caracterizó por una descentralización autonomista, 
a partir de la cual las provincias que en ese momento constituían lo que se llamaba Confederación Argentina, se reservaban para sí la máxima capacidad de decisión.

Esta forma de gobierno finalizó con la victoria de Justo José de Urquiza sobre Rosas en la batalla de Caseros (1852). El intento del caudillo entrerriano de forjar un consenso alrededor de la convocatoria a un Congreso Constituyente que diera lugar al surgimiento de la unidad política reclamada, y en la que quedaran definidas las relaciones de subordinación de las provincias respecto del poder central se frustró a los pocos meses (septiembre de 1852) por la negativa de Buenos Aires, tanto en cuanto a aceptar la igualdad de representación con el resto de las provincias como en el crucial tema de la nacionalización de los recursos de la aduana.

Se produjo entonces, durante casi una década, la coexistencia armada de dos proyectos políticos: Buenos Aires y la Confederación, cuya capital era la ciudad de Paraná. El enfrentamiento culminó con el triunfo de Buenos Aires en la batalla de Pavón (1861).

***

El establecimiento del Estado nacional en la Argentina, no se dio de un día para el otro. Gradualmente se fue conformando un proceso que se remonta a poco más de un siglo. Como señala Oszlak:
 “...la formación del Estado nacional supone a la vez la conformación de la instancia política que articula la dominación y la materialización de esta instancia en un conjunto interdependiente de instituciones que permite su ejercicio...”. Por eso el Estado es relación social y aparato institucional. Dice este autor que la condición de ser Estado, la estatidad, supone adquirir una serie de propiedades:

1. Capacidad de externalizar su poder, obtener reconocimiento como unidad soberana dentro de un sistema de relaciones interestatales;

2. Capacidad de institucionalizar su autoridad al imponer una estructura de relaciones de poder que garantice su monopolio sobre los medios organizados de coerción;

3. Capacidad de diferenciar su control a través de la creación de un conjunto funcionalmente diferenciado de instituciones públicas con reconocida legitimidad para extraer establemente recursos de la sociedad civil, con cierto grado de profesionalización de sus funcionarios y cierta medida de control centralizado sobre sus variadas actividades;

4. Capacidad de internalizar una identidad colectiva, mediante la emisión de símbolos que refuerzan sentimientos de pertenencia y solidaridad social y que permiten en consecuencia, el control ideológico como mecanismo de dominación.

Pero la construcción del Estado nacional supone tanto la constitución de la nación, en donde se conjugan elementos materiales e ideales, como un sistema de dominación, es decir un mecanismo que articule el conjunto de relaciones sociales que se dan dentro del ámbito delimitado por el Estado nacional. En lo que se refiere al plano material, implica el desarrollo de intereses diferenciados dentro de un territorio, los que generan relaciones sociales capitalistas; y en el plano ideal la creación de símbolos y valores de pertenencia a una comunidad determinada.

En el caso concreto del período histórico desarrollado en América Latina, el proceso de independencia constituyó un punto de partida, pero no debe considerarse este como un automático establecimiento de los Estados nacionales, en reemplazo del sistema colonial. Por el contrario, el período está caracterizado por cruentos enfrentamientos y variadas fórmulas de negociación mediante las cuales los sectores que pugnaban por prevalecer en la escena política intentaron sustituir el orden colonial por nuevos sistemas de dominación social. En el  proceso que condujo hasta la definitiva organización nacional, se fueron superando las contradicciones en  la articulación entre los elementos que conformaron el Estado nacional: economía nacional y sistema de dominación.

Pero los cambios que se dieron en el contexto económico mundial ayudaron a resolver algunas de las discusiones que estaban planteadas. Así, se definieron los términos de las contradicciones: economía regional vs. Economía abierta; ámbito local vs. Ámbito nacional de las relaciones sociales; sistema de dominación local vs. Centralización del poder en un sistema de dominación nacional.

Para los sectores económicos dominantes que encontraban la oportunidad de impulsar el desarrollo capitalista, las condiciones que se daban eran limitantes de los nuevos desafíos que se les presentaban. Superarlos significaba instituir un orden estable y promover actividades que favorecieran el proceso de acumulación.

En este contexto, el Estado nacional era la instancia que les permitía crear las condiciones para superar el “desorden y el atraso”. Así, el lema de impronta positivista “orden y progreso” fue el que sintetizó el ideal de la época de expansión de las relaciones de producción capitalista. Pero el “orden” no significaba volver a formas anteriores de relaciones sociales; por el contrario, aparecía por un cambio producido de las mismas coherentes con las nuevas relaciones de producción en desarrollo, acorde con el lento pero firme proceso de integración de la economía al mercado mundial. Es por eso que, necesariamente, resolver la cuestión del orden implicaba promover el progreso. Si un Estado estaba en condiciones de imponer el orden y promover el progreso era entonces un Estado que tenía la capacidad de “institucionalizar su autoridad, diferenciar su control e internalizar una identidad colectiva”.
 A partir de estas consideraciones teóricas se puede analizar la experiencia argentina, y examinar las características propias que tomó el proceso de formación del Estado.

Los problemas que impidieron su conformación fueron varios: la precariedad de las economías regionales, la escasez de la población, la anarquía monetaria, la característica de la extensión territorial, las dificultades en las comunicaciones y el transporte, el desmantelamiento del aparato burocrático colonial y, también, las luchas civiles que reflejaban la falta de predominio de una región o sector de la sociedad sobre los otros.

***

Algunas de estas cuestiones comenzaron a resolverse después del triunfo del ejercito de Buenos Aires sobre la confederación en la batalla de Pavón. Esta fue la consecuencia de la debilidad a la que se había llegado por continuos enfrentamientos dentro de la Confederación, como así también por la presión económica ejercida por la ciudad – puerto. A partir de este hecho, se hace un nuevo intento de organización, contando con el apoyo de las instituciones y recursos de Buenos Aires y la subordinación económica y política de las provincias interiores.

El nuevo pacto de dominación se basó en cambiantes coaliciones intraburguesas, en las que se alteraban las fracciones políticas de Buenos Aires, a las que gradualmente se incorporaron sectores del interior. 

Aunque estas circunstancias pusieron a menudo a prueba su viabilidad, el Estado nacional pudo consolidar su presencia institucional a través de diversos mecanismos de penetración en la sociedad que, al tiempo que aumentaba su legitimidad y poder, tendía a la instauración de un nuevo orden. Está claro que sin Buenos Aires la Confederación no continuaría siendo un conglomerado acéfalo. Así, la imposición de la solución porteña a la cuestión de la nacionalidad argentina fue posible no tanto por el desenlace de una batalla, sino más bien porque con este episodio culminaba un largo proceso de fracasos y frustraciones. Tampoco hay que olvidar que no significó el triunfo de los intereses de los que defendían la autonomía de Buenos Aires, sino de un sector que hallo la clave de su éxito en la posibilidad de tomar bandera nacional e invocar en su favor la unidad.

A partir de Pavón, durante dos décadas más se produjo un paulatino desplazamiento de las provincias como eje y escenario del proceso político, para dar lugar a otros mecanismos de representación, negociación y control, tales como el congreso nacional, los partidos, la oligarquía y el ejército nacional. La organización de un sistema institucional centralizado, que con los años llegó a ser de alcance nacional, se llevó a cabo en forma conjunta con el tejido de las alianzas políticas y las intervenciones armadas, es decir que se complementó con la política de la guerra.

Se había logrado la unificación pero bajo un liderazgo porteño y se iniciaba un proceso que a costa de exterminar cualquier intento de rebelión localista lograría una autoridad centralizada y constituiría un poder nacional.

La consolidación del Estado nacional y todas las transformaciones económicas y sociales necesarias para definir al nuevo país en el marco de la adaptación del mercado mundial se llevaron a cabo y tuvieron su mayor expansión bajo las presidencias de Mitre (1862-1868), Sarmiento (1868-1874) y Avellaneda (1874-1880).

En este período la vida política se desarrolla en variados ámbitos que, pese a no ser diferentes, estaban desconectadas entre sí. Por un lado, se terminó de delinear el régimen representativo liberal que dio forma a una elite dirigente de carácter nacional. Por otro, permanecieron como elementos constitutivos de la vida política los enfrentamientos entre las autoridades nacionales y los grupos locales. Las herramientas de construcción del sistema representativo fundamentalmente por sufragio, cuestión sobre la que no se legisló pero que sí se reglamentó en 1863. Podían votar los varones mayores de 18 pero debían inscribirse previamente en los registros electorales. El voto no era obligatorio y secreto sino que era optativo y público.

Como dice Botana, los grupos dirigentes escépticos y conservadores en lo político, fueron liberales y progresistas ante la sociedad que se ponía en movimiento. Crear un sistema de representación política asentado en el accionar de individuos iguales y libres que realmente alcanzara a todos los titularas de derecho, no fue tarea fácil. El juego electoral que debió desplegarse para configurar el nuevo orden político, si bien cumplió un importante papel, fortaleció en su dinámica la construcción de una representación asentada sobre relaciones asimétricas, formalizadas desde redes políticas que, a través de la manipulación y la cooperación, incorporaron a diferentes actores.
 

* * *

La etapa que se inicia en 1880 y se extiende hasta 1916 se caracterizó por profundas transformaciones que sentaron las bases de la Argentina moderna. A este período se lo reconoce por su estilo político como el régimen conservador u oligarquía, por su vinculación con el mercado externo como la Argentina agroexportadora y por los cambios en la composición demográfica como la época de la inmigración masiva.

En 1880, accedió al poder Julio Argentino Roca, inaugurándose una etapa que pretendió alcanzar la estabilidad institucional y se prolongó hasta 1916. Según las ideas de la época, y como planteamos con anterioridad, el desorden político constituía un obstáculo para expansión económica; el orden se transformó en un requisito indispensable que debía garantizar aquel que gobernara. El presidente Roca, a través del lema paz y administración, reflejó estas ideas.

La Argentina se insertó en la economía mundial sobre la base de la exportación de productos agropecuarios. La concreción de ese proyecto implicaba la puesta en producción de las tierras fértiles de la Pampa húmeda a través de la llamada “campaña del desierto”, la apertura del capital extranjero, la creación de una infraestructura ferroviaria y portuaria adecuada para la vinculación comercial con el exterior, y la implementación de una política migratoria  que facilitara la llegada de mano de obra en abundancia para cubrir el déficit de un país poco poblado. Las condiciones mundiales eran por demás ventajosas la combinación del ferrocarril y el buque de vapor contribuyeron a la incorporación a los mercados internacionales con ventajas comparativas, que en la nueva realidad comercial –caracterizada por la disminución de los costos del transporte- podían competir de manera favorable.

Lejos de la prescindencia que, como hemos visto, constituye la bese del pensamiento liberal en los temas económicos, el Estado tuvo un papel en el proceso, que abarcó desde la promoción de la inmigración hasta las inversiones en operaciones de riesgo poco atractivas para el sector privado. Además, desde el Estado se contribuyó a una estrecha alianza con gran bretaña, cuyos capitales participaron de manera privilegiada en el tendido de las vías férreas, pero también en el sistema financiero y en empresas como frigoríficos, agua corriente, tranvías, etc.

Favorecidos por esa generosidad del Estado, a cuyo frente estaban ellos mismos, la burguesía agraria de la pampa húmeda se adecuó a las nuevas realidades económicas emergentes. En parte de la región del litoral –Entre Ríos, Santa Fe- donde la producción podía trasladarse fácilmente por los ríos, se impulsó el desarrollo de la agricultura, en algunos casos por medio de la colonización. En la provincia de Buenos Aires, en cambio, se mantuvo un régimen basado en la gran propiedad orientado primero, hacia la cría de ganado lanar, pero luego, tras la aparición del frigorífico, dedicado a la explotación del vacuno destinado a la exportación tras haber sido refinado con la introducción de razas inglesas. A partir de la necesidad de pastos artificiales, las tierras terminaron destinadas a cereales, forrajes y pastoreo, concretándose la vinculación entre agricultura y ganadería.

Estas transformaciones, centradas en las provincias de Buenos Aires, Santa Fe, Entre Ríos y Córdoba, acentuaron las diferencias con el interior, incapacitado para incorporarse al nuevo esquema de funcionamiento del mercado mundial. Hubo, sin embargo, algunas excepciones: Tucumán prosperó alrededor  de la producción de azúcar y Mendoza a partir de la elaboración del vino. Apuntaladas por el Estado, estas actividades regionales se expandieron abasteciendo a los mercados del litoral.

La nueva actividad del país al iniciarse el siglo XX, mostraba las dimensiones de dos cambios: de menos de 2 millones de habitantes censados en 1869 se pasó a casi 8 millones en 1914, con una alta proporción de extranjeros. Los 2.500 kilómetros de vías férreas existentes en 1880 se transformaron en 34.000 en 1916.

El crecimiento del país, según los datos de Maddison,
 fue: respecto del crecimiento del PBI entre 1870 y 1913, éste fue del 2,5% anual. Al nivel alcanzado por Argentina, le seguían Canadá (2,2%), Estados Unidos (1,8%), México (1,7%) en el continente. Los datos de Maddison muestran también una Argentina que, después de alcanzar un PGI per Cápita (en dólares constantes) de 1.311 en 1870, había logrado ascendiera un total de 3.797 en 1913, nivel que superaba a los siete países más importante de América latina (incluyendo a Brasil, Colombia, México, etc.), y a varios países de Europa occidental (Francia, Italia, España, Austria, por ejemplo). 

En lo relativo al crecimiento de las exportaciones, la Argentina presentaba un cuadro favorable. En el período 1870-1913, la tasa de crecimiento del volumen exportado fue del 2,4 por ciento anual, valor superado a cualquiera de los países europeos, de los Estados Unidos y de Australia y Canadá.

La tasa media anual de crecimiento de la población, fue de 3,4 por ciento, un verdadero récord internacional. En 1889, ingresaron al país 260909 inmigrantes; en 1896 lo hicieron 135205, y en 1912 la cantidad fue de 379117. Así, en 1914, del total de la población, 70% eran argentinos y 30% eran extranjeros. De éstos últimos, 12% eran italianos y cerca del 11% eran españoles. Entre 1881 y 1915, la Argentina recibió el 11,6% de la inmigración internacional, superando a países como Australia, Nueva Zelanda, Brasil y Canadá.

Al compás de la expansión económica y de la inmigración masiva se conformó una sociedad nueva, abierta y flexible, con una clase media numerosa. El Estado fue el responsable del rumbo tomado por la sociedad, a partir de la adopción de una serie de medidas fundamentales: la ley de Registro Civil y de Matrimonio Civil; la ley de Servicio Militar Obligatorio, y la ley 1420 de enseñanza laica, gratuita y obligatoria. De esta forma se concretó el control directo sobre los ciudadanos y se trató de asegurar la integración de la enorme masa de inmigrantes. La construcción de una identidad nacional, operación de envergadura a la vista de la heterogeneidad de los componentes de la sociedad argentina, fue un proceso que se mostró razonablemente exitoso, con el marco de un escenario caracterizado por la existencia de posibilidades ciertas de ascenso social. La República Argentina se vio dotada de una interpretación histórica, de tradiciones y símbolos en disposición para ser transmitidos a nativos e inmigrantes.

Para Ezequiel Gallo
 la estabilidad institucional descansó en una notoria supremacía del Poder Ejecutivo Nacional y en una paralela disminución del poder de los gobernadores. Desde el gobierno central se aseguró el control de las provincias evitando situaciones de oposición, a tal punto que la intervención federal se transformó en una práctica política.

A partir de la primera presidencia de Roca, el funcionamiento del sistema político se asentó en un partido único, el Partido Autonomista Nacional, cuyo jefe era el presidente de la República. Su núcleo era la llamada Liga de Gobernadores, un conjunto de ciudadanos que ejercían el control dentro de sus provincias. La Liga era, asimismo, la que designaba los miembros del Poder Legislativo (diputados y senadores).

La autoridad del Estado Nacional se consolidó a través de diversas medidas tales como la federalización de Buenos Aires (Buenos Aires fue declarada capital de la República), la unificación de la legislación monetaria, la prohibición de emisión de moneda por parte de las provincias, la supresión de las milicias provinciales, la limitación del poder de la Iglesia Católica: se desarrolló así un claro proceso de secularización de la vida social. Leyes como las ya mencionadas (la Ley de Registro Civil y la Ley 1420) le valieron un claro enfrentamiento con la institución eclesiástica, que perdía su hegemonía frente al avance estatal.

En 1880 se creó el Partido Autonomista Nacional (PAN), que no sólo fue la primera agrupación política que aglutinó a dirigentes de todo el país, sino que fundamentalmente controló el gobierno hasta 1916. En este grupo de dirigentes, que los opositores denominaron la oligarquía, confluyeron sectores sociales que provenían de las tradicionales familias patricias y de las nuevas familias que se enriquecieron en el siglo XIX; además eran los sectores considerados educados y “decentes” que se reservaron para sí el manejo de la actividad política, partiendo de la idea de que el control estatal suponía una práctica de notables.

En un contexto en que la Constitución Nacional de 1853 aseguraba el funcionamiento del sistema Republicano, el grupo dirigente constituyó mecanismos para mantenerse en el poder: presencia electoral en todas las provincias y una eficaz maquinaria electoral caracterizada por el control de las listas de electores, la intervención en las mesas receptoras de votos y el uso de diversas formas de fraude. Este régimen político no daba lugar para el accionar de sectores con intereses divergentes y legítimos, capaces de discrepar y acordar; el unicato (el presidente era el jefe único del partido) mostró sus limitaciones para canalizar las propuestas de una sociedad que, como ya señalamos, estaba en proceso de profundos cambios.

Si bien es cierto que el sufragio constituye el mecanismo por excelencia de la representación política, el voto no era obligatorio ni secreto, los que iban a votar estaban vinculados a algún caudillo barrial o rural que a su vez, estaba conectado con otros dirigentes provinciales y nacionales destacados. Toda una red política funcionaba como engranaje de poderosas máquinas electorales en las que circulaba dinero, influencias, presiones y cargos públicos. En realidad, los votantes constituían una proporción muy pequeña de ciudadanos argentinos. A decir verdad el voto era sólo una de las variadas formas de participación en la vida pública y política. 

Sábato
 ha estudiado como en la ciudad de Buenos Aires  se desarrollaron otras maneras de actuar en la escena política que eran más efectivas que el ejercicio del derecho al voto; de esta manera se generaron otros mecanismos de vinculación entre la sociedad civil y el poder político. La esfera pública se constituyó en un ámbito clave de participación. La prensa escrita, la actividad asociativa, la cultura de la movilización política, (reclamo, petitorio, mitin público o concentración masiva) se constituyeron como instancias de mediación entre el poder político y sectores de la sociedad civil, especialmente entre los que conformaban esa franja heterogénea producto del rápido proceso de modernización.

Entre 1880 y 1890 el PAN tuvo un protagonismo absoluto en el proceso político. Precisamente en 1890 se produjo la ruptura, en un contexto de crisis, en el que se conformó una coalición opositora donde participaron fuerzas políticas de diferente signo: los tradicionales opositores (mitristas, autonomistas, católicos) y un nuevo grupo que ingresó en la escena política: la Unión Cívica. La Revolución del Parque que terminó con la renuncia del presidente Miguel Juárez Celman y su reemplazo por Carlos Pellegrini, significó un cambio en el modo de comprender y hacer política. 

Botana
 señala tres hechos significativos de este proceso:

· La división de la clase gobernante que medió sus conflictos a través de enfrentamientos violentos; 

· El resultado de la lucha revolucionaria que puso en marcha un nuevo tipo de organización política, independiente de los recursos del Estado, estructurada en torno al comité de base, las convenciones y la afiliación individual, y 

· El propósito ideológico de las nuevas oposiciones que puso en tela de juicio la legitimidad del régimen.

***

Los dirigentes de la denominada generación del ochenta adherían a los principios del liberalismo y estaban imbuidos de las ideas del positivismo y del evolucionismo. Así, progreso, civilización y modernización se conformaron en los ejes que guiaron las políticas estatales. El desafío consistía, entonces, en integrar un territorio, construir su identidad nacional; y para ello era necesario un gobierno ordenado y estable. Las dificultades se centraron en torno a: 

· El desarrollo de la urbanización y las actividades industriales, que se llevaron a cabo en ciudades como Buenos Aires y Rosario, dieron lugar a la aparición de ideas anarquistas y socialistas. Cada una de ellas dirigidas a sectores sociales específicos: los trabajadores extranjeros dispersos y sin calificación profesional eran los receptores del discurso anarquista mientras que los obreros con formación constituían las bases de la militancia socialista. Para los primeros había represión y ley de residencia (que llegaba a autorizar la expulsión del país); el socialismo, en cambio conformó un partido con creciente caudal de seguidores en la capital federal. 

· El accionar de la Unión Cívica Radical. Surgida luego de la Revolución de 1890-consecuencia de la primera crisis económica importante experimentada por la Argentina moderna -, la UCR se estructuró como el primer partido político organizado, en condiciones de incorporar sectores sociales nuevos en un registro que incluía, sin duda, algunos miembros de la elite pero también desde profesionales liberales hasta chacareros, en buena medida hijos de inmigrantes. Se trataba, en general, de quienes habían triunfado en el desafío impuesto por la nueva sociedad, pero que reclamaban una participación política equivalente a su presencia política

La oposición era encabezada por la Unión Cívica, que se dividió en Radical – bajo el liderazgo de Alem y de Bernardo de Yrigoyen- y Nacional – conducida por Bartolomé Mitre. El programa del radicalismo, que se identificó como la causa en oposición al régimen, planteó la vigencia de la Constitución, y levantó la bandera de la moral electoral al propiciar la limpieza del sufragio y criticar el fraude electoral y las corrupciones de los comicios. La búsqueda de garantías constitucionales se desarrolló a través de la abstención electoral y la revolución. El partido, liderado desde 1902, un caudillo de fuerte arraigo popular en capital federal y en la campaña bonaerense, llevó a cabo en 1905 una revolución que, aunque fallida, mostró las debilidades del régimen, cada vez más limitado en su capacidad para dar salida adecuada a las tensiones que atravesaba la sociedad.

Ante esta situación de descontento, que perjudicaba los negocios y expandía el temor, el presidente electo en 1910, Roque Sáenz Peña, promulgó dos años más tarde y tras un largo debate la ley que lleva su nombre, que instauraba el sufragio universal, secreto y obligatorio para los varones sobre la base de padrones elaborados con los registros de matriculación militar. Así, se aseguraba la representación de las minorías. El Senado, que se organizaba sobre la base de representación igualitaria de las provincias, quedaba fuera del ámbito de la reforma.

Desde la implementación de la ley Sáenz Peña que ha planteado el gran tema de por qué la clase dirigente produjo este camino, si se podía vanagloriar los éxitos importantes en la transformación del país.

Como respuesta puede afirmarse, en principio, que la reforma política fue el resultado de un acuerdo en la cumbre, concretado entre el presidente de la nación e Hipólito Yrigoyen, el jefe de la oposición, que aceptaba su integración en el sistema con la garantía de una representación equitativa. 

Por otra parte, la integración del radicalismo fue considerada un mal menor: al dar lugar a una oposición moderna, que no cuestionaba las bases de sustentación del régimen, se elevaba una valla de contención contra un peligro que las clases dirigentes percibían como más graves: los avances de un proletariado combativo portador de ideologías perturbadoras para el orden social vigente. 

Sin duda, esta reforma electoral se enmarca en el proceso de modernización estatal; recordemos que entre 1880 y 1912 la sociedad había cambiado pero el orden político era poco flexible y muchos ciudadanos permanecían la margen. Cabe cuestionarse entonces, en un contexto en el que los votantes eran relativamente pocos y en el que las prácticas políticas se desarrollaban por ámbitos no estatales, hasta qué punto la reforma de 1912 fue una mediada a través de la cual la oligarquía pretendió crear la ciudadanía y no ampliarla.

Aprobada la ley en 1912 las primeras elecciones legislativas realizadas en el mismo año depararon una sorpresa para quienes habían llevado adelante la reforma, ya que lejos de constituir una modesta minoría, el radicalismo se impuso en Santa Fe y en la Capital federal, en donde incluso el partido socialista, que había sido creado en 1896 por Juan B. Justo, ocupó el segundo lugar. En los años siguientes, la UCR se transformó en un partido de masas e Hipólito Yrigoyen pasó a ser un líder de dimensión nacional.

Para enfrentarla, la clase dirigente tradicional trató de crear un partido moderno, capaz de movilizar a la opinión pública y ganar las elecciones presidenciales sobre la base de las distintas agrupaciones provinciales. Se fundó así, en 1914 el Partido Demócrata Progresista, equivalente a la Liga de Gobernadores de 1880. Sin embargo, los dirigentes políticos de la Capital Federal y de la provincia de Buenos Aires, tomaron distancia del proyecto elaborado en el interior y prefirieron plantear su propia alternativa. Se frustró así la posibilidad de crear un partido conservador (ya que empezaba a utilizarse esta expresión) que facilitara el surgimiento de un sistema bipartidista con alternancia periódica en el ejercicio del gobierno.

Divididos entonces los conservadores, los radicales triunfaron ajustadamente en los comicios de 1916, punto de partida de una nueva etapa. Hipólito Yrigoyen fue entonces el primer presidente elegido por medio del sufragio universal.

La democracia radical (1916-1930)

   El festejo del Centenario de la revolución de Mayo fue la ocasión propicia para que la elite hiciera un balance de sus logros, pero el discurso oficial – vacío y conformista- no podía disimular las tensiones que sacudían  a una sociedad en pleno proceso de cambios. Las inquietudes estaban vinculadas con la incertidumbre que generaba el futuro rumbo del país; mientras algunos miembros de las clases dominantes aceptaron la inevitabilidad de algunas reformas, otros se mantuvieron inflexibles, elaborando un discurso en el que la inmigración era la responsable de todos los males de la República.

La sociedad argentina se desarrollo, entonces, escindida de dos sentidos por una parte, el partido moderno del litoral se diferenció con claridad del resto; por otra, las clases altas tomaron distancia de la sociedad que habían creado. Esta última situación se fue exacerbando como consecuencia de los cambios producidos por la introducción del sufragio universal, generando una redacción defensiva que fue tornándose crecientemente antidemocrática.

***

Las circunstancias de la vida política argentina se vieron considerablemente modificadas por la ley Sáenz Peña. Para muchos habitantes del país el sufragio universal fue un auténtico medio de liberación. Una vidalita de la provincia de Jujuy lo expresaba ingenua pero claramente: “en el cuarto oscuro / vidalita / no manda el patrón / cada ciudadano / vidalita / tiene su opinión”.

Si bien el éxito de los mecanismos creados desde 1880 para lograr un país integrado – educación pública y laica, servicio militar obligatorio y sufragio – mostraba una de las caras de la realidad, otra la exhibía la creciente popularidad de Hipólito Yrigoyen en todo el territorio, y en un contexto internacional dominado por las potencias imperialistas que amenazaban a los países periféricos. Es decir que los problemas eran suficientes como para que los sectores dominantes estuvieran al menos preocupados y se pensara en las razones de la situación planteada.

Las primeras muestras de las consecuencias de la ley Sáenz Peña pudieron verse en los comicios provinciales de 1914. Los importantes triunfos radicales en lagunas de las provincias crearon resquemores en el gobierno y en sectores allegados. Si bien pretendieron unificar fuerzas para quienes aparecían como el enemigo a vencer, las intentonas conservadoras fueron infructuosas.

Las luchas entre los sectores renovadores liderados por  Lisandro De la Torre – que quería romper con un pasado que consideraba pleno de errores – y los grupos más conservadores que estaban representados por el gobernador de Buenos Aires, Ugarte, son parte de los elementos a considerar para analizar el triunfo radical en 1916. Resultó muy complicado mantener al Partido Demócrata Progresista como un partido estable y duradero que permitiera confrontar en elecciones limpias con la creciente popularidad de los radicales.

El partido triunfador en las elecciones, como ya se ha adelantado, era un movimiento socialmente heterogéneo, con fuerte arraigo en los sectores medios, sobre todo en la pequeña burguesía urbana pero con una importante presencia de miembros del sector agrario en los cargos jerárquicos.

Después de varias idas y vueltas, ya que estaban en duda los votos de los electores en Santa Fe, y un poco por el caudal de votos propios pero también por aprovecharse de los errores ajenos, asumió la fórmula Hipólito Yrigoyen – Pelagio Luna para el período 1916-1922. Llegan al triunfo por 152 electores, sólo uno más de los necesario, lo que da cuenta de que además de ser ajustado significaba que no controlaban todos los resortes del poder, si consideramos que eran minoría en el Senado y que gobernaban los conservadores en once de las catorce provincias. Era éste uno de los mayores desafíos que se les presentaba: poder controlar la situación inicial de fragilidad en la que se encontraban y modificar prácticamente la nula relación entre el Parlamento y el sistema de partidos políticos. Una de las respuestas que encontró Yrigoyen fue la de intentar limitar el control a partir de las intervenciones federales a las provincias y así aumentar su representación. Pero la complicación se manifestó cuando también avanzó sobre las provincias radicales que eran opositoras. Las críticas no tardaron en llegar, más cuando la propuesta había sido un cambio político que se relacionaba con la recuperación del federalismo. A estas críticas se sumaron las voces de la oposición que criticaban los gastos excesivos en la administración del Estado y las políticas de “prebendas” a los partidarios que les eran fieles.

Señala Ansaldi
 que el hecho de que los partidos y el Parlamento no lograran afirmarse en su rol de mediadores entre la sociedad civil y la política fue producto tanto de la representación oligárquica que mantiene una continuidad durante los gobiernos radicales, como de la situación de estancamiento institucional en la que cayó la UCR. Como ya lo señaláramos, al gobernar con un poder Legislativo adverso, le resultó complicado lograr los acuerdos requeridos. Sólo en 1918 alcanzaron la mayoría y, por lo tanto, la presidencia de la Cámara de Diputados.

En el primer período del gobierno de Hipólito Yrigiyen, que se extendió hasta octubre de 1922, estuvo lejos de ser una transición suave. Los enfrentamientos entre conservadores y radicales se fueron exacerbando, agravados por una situación económica perturbada por el impacto de la guerra europea desencadenada en 1914, que se manifestó en el país a través de serias dificultades para mantener la continuidad del comercio internacional y de una inflación que afectó la distribución del ingreso en perjuicio de las clases asalariadas.

Frente al conflicto internacional, el presidente Yrigoyen mantuvo la neutralidad que ya había sido puesta en marcha por Manuel Quintana, su antecesor, y la decisión se prolongó hasta el final del conflicto, pese a que la guerra submarina desencadenada por los alemanes produjo el hundimiento de tres barcos argentinos.

Efectivamente, la guerra fue un momento culminante en el proceso de incorporación de la economía a los mercados mundiales, ya que termina una etapa de crecimiento sostenido y se entra en un período más complejo, con un futuro que no estaba tan claro. Se ponía de manifiesto la vulnerabilidad de la economía, al hacer tanto los precios como el volumen de las exportaciones y al iniciarse un proceso de retiro de los capitales de Gran Bretaña y otros países europeos. Todas éstas eran manifestaciones de cómo estaban afectados los motores que habían logrado el gran crecimiento del período anterior: las exportaciones y el ingreso de capitales.

A partir de esta situación es que comienzan a cumplir un papel fundamental las inversiones provenientes de Estados Unidos que, como en otras partes del mundo, pasaron a ocupar el lugar que estaban dejando los países europeos. Esto era posible debido a la expansión económica que atravesó durante la década del 20 y se manifestó en un fuerte impulso exportador de bienes para los que Argentina fue un importante cliente, tales como neumáticos, automóviles y diverso tipo de maquinarias agrícolas. Pero las diferencias entre las inversiones británicas y las norteamericanas, estaban dadas en que sus productos, excepto por las maquinarias agrícolas, no generaban exportaciones (es decir, divisas). Tampoco nuestros productos tradicionales tenían posibilidades de ser colocados en el mercado norteamericano – autosuficiente en alimentos -, y así es como el desequilibrio en la balanza de pagos generó problemas difíciles de resolver.

Esta situación generó una relación comercial que podría caracterizarse como triangular, en la cual Argentina era naturalmente el vértice más débil: frente a los Estados Unidos porque el comercio era siempre deficitario; frente a Gran Bretaña porque al ser éste el principal comprador de los productos agropecuarios, podía imponer sus condiciones.

Así, resultó complicado para Yrigoyen manejarse con cierto equilibrio en las llamadas relaciones económicas triangulares: Gran Bretaña – Estados Unidos – Argentina que caracterizaron al período, ya que se requería de elementos que su gobierno no estaba en condiciones de poder lograr; enfrentar los períodos de crisis y los conflictos entre ambas potencias.

La situación general que se vivió era absolutamente nueva si se consideran las características que había asumido el período inmediatamente anterior. Enfrentado el gobierno con este escenario, no estaba claro si tenía respuestas adecuadas o si al menos estaba preparado para pensarlas.

Las propuestas legislativas realizadas mostraron el tono tímidamente reformador de su gestión: planes de colonización en tierras fiscales, creación de un banco estatal para desarrollar el crédito agrario; no obstante, el control del Parlamento por parte de los conservadores igualmente bloqueó estas iniciativas. El reformismo radical era expresión del perfil social de la mayoría de sus dirigentes que no difería mayormente del que caracterizaba a quienes habían gobernado hasta 1916.

No obstante, para los conservadores, el radicalismo – y sobre todo su líder – era un peligro para el orden social, y a esa visión contribuyó el hecho de que las protestas sociales no fueron inicialmente resueltas a través de la represión. Frente a ellas, el Estado intentó asumir  el papel de árbitro en las fricciones entre el capital y el trabajo.

La política gubernamental frente a los conflictos originados por las consecuencias de la guerra experimentó un brusco giro a partir de 1919. Los radicales en el poder dejaron de posicionarse como “árbitros” entre las partes, fuertemente presionados por los sectores propietarios y atrapados en su incapacidad para crear instrumentos que establecieran un marco estable para las relaciones laborales. El vuelco hacia la represión que se manifestó en los acontecimientos de la “Semana Trágica” (enero de 1919), originados en huelga que se desencadenó en el principal establecimiento metalúrgico de la capital. Una sucesión de revueltas espontáneas, sin objetivos precisos, sembró el caos en la ciudad, hasta que el ejército – apoyado por los grupos de civiles que se armaron para perseguir “revolucionarios” – reprimió la situación. En esta ola de convulsiones, se mezclaron tanto la revolución como la contrarrevolución, que recogieron los ecos de la revolución rusa de 1917 y de los movimientos que estallaron en Alemania, Italia y Hungría una vez que terminó la guerra. Esta idea de que la revolución estaba al alcance de la mano fue un impulso para el sector obrero, pero generó también la reacción defensiva de los propietarios.

Desde ese momento se desplegó una en la realidad que, por un lado, se abordaron los conflictos sociales por la vía de la utilización de las fuerzas armadas. El caso de la represión en la Patagonia, en 1921,  es el más conocido. Esta actitud que tomó el gobierno no hizo más que debilitar el apoyo que había tenido Yrigoyen. Desde el sector obrero se percibía un alejamiento de la actitud inicial de acercamiento que tuvo, cuando la UCR arribó al poder. Desde los sectores conservadores y también desde los sectores medios se cuestionaba la falta de una mano firme para frenar el caos y garantizar el orden social. Toda esta situación contribuyó a que se fueran organizando sectores de derecha, que tuvieron en la Liga Patriótica su expresión más destacada. Confluyeron en ella tanto sectores conservadores como radicales, a los que el Estado, en principio, les prestó apoyo con el objetivo de que defendieran el orden, la propiedad y la nacionalidad que estaba amenazada.

Pero además, Yrigoyen se volcó hacia una política en la que utilizó el poder del estado para potenciar su apoyo popular. Como ya lo señaláramos, el crecimiento de la burocracia fue una de sus consecuencias, contribuyendo al aislamiento de los conservadores.

Uno de los intentos renovadores del primer período del gobierno radical fue el surgimiento de la Reforma Universitaria, movimiento estudiantil surgido en Córdoba en 1918 y que se extendió por le país y por toda América. Se exigía la representación estudiantil en el gobierno de la institución, la reforma de los métodos de examen y el fin del nepotismo en el nombramiento de los profesores. El movimiento llegó hasta desconocer la autoridad del Rector e impuso otro, al mismo tiempo que reclamó la necesidad de la vinculación de la Universidad con la realidad del país. El apoyo del gobierno a las demandas de los estudiantes, poniendo en práctica y extendiendo a la Universidad de Buenos Aires muchas de sus demandas, mostró la conexión de los radicales con las expectativas de las clases medias en ascenso.

El sucesor de Yrigoyen, Marcelo Torcuato de Alvear, si bien perteneciente a la Unión Cívica Radical, era miembro de una de las familias más ricas del país; de allí que las clases propietarias experimentaran un sentimiento de alivio ante su triunfo electoral. Su llegada al poder fue posible debido a que fue beneficiado por la maquinaria partidaria que lo eligió como candidato prácticamente sin oposiciones. Si bien en un principio desarrollo una política fiscal ortodoxa y redujo drásticamente los gastos, no pudo evitar caer en lo mismo que había criticado: recurrió a la distribución de puestos de trabajo en la administración, lo que genero que los gastos del Estado aumentaran.

Por su parte, un discurso cuestionador del liberalismo y la democracia fue adquiriendo fuerza entre sectores de la elite tradicional, apoyado por una Iglesia reacia a aceptar las instituciones democráticas y con una presencia creciente del Ejercito que empezó a interesarse en la marcha de los asuntos políticos. Ese discurso, que buscaba las raíces de la nacionalidad en un pasado hispánico idealizado, distorsionado por un liberalismo político y económico que aparto al país de su rumbo, pasó a ser un componente central de quienes cuestionaban el régimen instalado a fines del siglo XIX, que había  abierto el camino al triunfo de la “chusma” democrática, encarnada en la figura de Yrigoyen.

A pesar de iniciar su mandato en condiciones difíciles, originadas en la depresión económica que se produjo a partir de 1921 a nivel internacional, el  gobierno de Alvear se vio favorecido por la mejora de la situación que caracterizo a los años centrales de la década. La prosperidad general ocultaba el hecho de que la posición de la Argentina en los mercados mundiales se estaba tornando difícil: los límites alcanzados por la frontera agropecuaria, el encarecimiento de la tierra, la escasez de inversiones y, en fin, la desaparición progresiva de las ventajas comparativas naturales, mostraban que el empuje exportador del país estaba declinado.

Como contrapartida, la actividad industrial, qu8e se había desarrollado ya en la época del despliegue de la producción agropecuaria destinada a satisfacer el mercado interno, experimento una sostenida expansión vinculada sobre todo el aumento  de las inversiones estadounidenses. Pese a que el sector mostraba dinamismo y posibilidades ciertas de crecimiento, no hubo un cuestionamiento real al rumbo que varias décadas antes había tomado la economía argentina.

La política de Alvear se diferencio de la de su correligionario en lo que se refiere a la relación con el Parlamento. Cuido las relaciones y además no dispuso intervenciones federales por decreto. Sus apoyos estuvieron en quienes se habían opuesto a Yrigoyen y cuestionado su accionar, lo que fue generando que los grupos favorables al caudillo radical se fueran rearmando y organizándose en posiciones al gobierno. Es así como las dos corrientes, “personalistas” (partidarios de Yrigoyen) que veía una desviación conservadora en el gobierno, y “antipersonalistas” (partidarios de Alvear) que cuestionaban el manejo del partido como el culto a un caudillo, fueron dando cuanta de una división que ya era una realidad en la UCR. A partir de que las diferencias quedaron las diferencias quedaron planteadas en 1924, la figura de Yrigoyen creció por todo el país y la actividad partidaria permitió una movilización que lo instaló como candidato a la presidencia. 

Pero la derecha conservadora no estaba dispuesta a consentirlo. Veían en él al representante de todos los vicios de la democracia, y la prensa se encargaba de difundir esta imagen. El ejército ocupaba un lugar importante en el Estado, sobre todo cuando desde el gobierno de Alvear se habían mejorado mucho las relaciones al impulsar una política petrolera bajo la conducción del General Mosconi. Las fuerzas armadas, posicionadas como una de los actores políticos importantes, anudó relaciones tanto con la derecha liberal como con los sectores nacionalistas.

En 1928, con un ataque creciente de los conservadores centrado en su persona y sin el apoyo de Alvear, Hipólito Yrigoyen volvió a la presidencia tras un triunfo electoral aplastante.  Se impuso con el 57% de los votos frente a la formula “contubernio” –radicales antipersonalistas y conservadores- expresada en los candidatos Leopoldo Melo-Vicente Bravo-Nicolás Repetto. El clima anterior a los comicios ya mostraba rasgos novedosos: los sectores conservadores se mostraban dispuestos a impedir su retorno yendo más allá de las reglas del juego democrático; si no se ganaban las elecciones había que buscar “otra” forma de acabar con el sistema que sólo servía para darle el poder a un demagogo. Los medios de prensa más influyentes del país, La Nación, La Prensa y, en un tono más popular, Crítica, también se manifestaron con dureza en contra de Yrigoyen. 

El segundo gobierno del “Peludo” (así lo llamaban a Yrigoyen) se vio atravesado entonces por una serie de tensiones que afectaron su gestión. Una de las características del nuevo gabinete fue la de la desaparición de los miembros de las familias tradicionales, reemplazados por abogados pertenecientes a la clase media, circunstancia que agravó el sentimiento de temor de los conservadores.

Por otra parte, en ese escenario inestable se manifestaron dos cuestiones de importancia, una de orden nacional y otra proveniente del exterior:

1. El gobierno llevó adelante un proyecto de nacionalización del petróleo, bandera “antiimperialista” que los radicales asignaron en contra de las grandes empresas instaladas en el sector. Pero el proyecto se aprobó en la Cámara de Diputados y no pasó a la de Senadores. Se trataba de crear un monopolio nacional de recursos petroleros, prohibiendo a las empresas extranjeras incluso la explotación del subsuelo. El debate se extendió a la sociedad y la situación se complicó por la presencia del gobierno soviético, que ofreció petróleo a precios por debajo de los niveles internacionales, a cambio de productos agrícolas. La presencia de la potencia socialista fue notablemente perturbadora, hasta el punto en que se hizo famosa la frase –claramente exagerada- de que “el golpe tenía olor a petróleo”. Lo cierto es que tras el alzamiento del 6 de Septiembre de 1930, el tema desapareció e incluso la agenda comercial soviética fue disuelta al año siguiente.

2.    La crisis mundial que se inició con el crack de la bolsa de Nueva York en octubre de 1929, se manifestó con fuerza en la Argentina ya antes de esa fecha, en razón de la caída de los precios de los productos agropecuarios en al mercado mundial. La disminución de los recursos, provenientes de la exportación contribuyó a generar perturbaciones económicas que agravaron la situación. A eso se sumó el hecho de que el flujo de capitales externos, un componente fundamental de la balanza de pagos argentina, experimentó en descenso brusco, resultado de las perturbaciones internacionales. A partir de estos elementos fue creándose un clima favorable a quienes buscaban la interrupción del orden constitucional.

Es importante señalar que, al no prosperar la aprobación en el Senado del proyecto de nacionalización del petróleo, Yrigoyen se centró en otros acuerdos que pudieran favorecer a los sectores propietarios, con quienes necesitaba componer relaciones. De este modo, invitó al país a una misión comercial británica y firmó el Pacto D’Abernon que no llegó a ser aprobado por el Congreso pero que favorecía el desarrollo de los ferrocarriles del Estado e intentaba una salida para la producción agropecuaria, afectada por del mercado internacional. Si bien no estaba claro que favorecía al país, sí lo posicionaron apoyando la idea de las elites respecto a fortalecer las relaciones con Gran Bretaña –“comprar a quién nos compra”- y no con Estados Unidos. Así, intentó agrupar a sectores sociales que tenían diferentes intereses: los conservadores de la Sociedad Rural y los sectores populares que se sintieron representados por su figura y por la defensa que asumió de los recursos petroleros, enfrentando a los Estados Unidos.

Pero el clima de golpe militar iba creciendo. Entre los jóvenes se hacían fuertes las ideas nacionalistas, anticomunistas y antijudías, y se fueron agrupando en diversos círculos para enfrentar a quienes alteraban el “ orden”. Los temores que se venían manifestando desde el gobierno de Alvear progresaron y se transformaron en intentos conspirativos. Se dudaba entre una salida institucional o una intervención militar, pero el ejército sabía que el radicalismo en las urnas había demostrado fortaleza  y no querían arriesgarse nuevamente. La nueva derecha no sólo estaba contra Yrigoyen, en su cuestionamiento también caía el sistema de partidos, la soberanía popular.

La crisis invadió el gobierno y el partido. Los rumores de un Yrigoyen enfermo y viejo se acrecentaron día a día. Así es como no llamó la atención  que el 6 de Septiembre de 1930, un grupo del liderado por el general José Félix  Uriburu concretaba un golpe militar, obligaba a Yrigoyen a renunciar  y los llevara a Martín García donde fue confinado prácticamente hasta su muerte. Desde el golpe del 6 de Septiembre de 1930, la política Argentina tomó nuevos rumbos y los militares tuvieron un papel central.

Se terminaba un proceso de la vida política del país que completaba la larga etapa de la apertura y la expansión de la sociedad que se había iniciado cinco décadas atrás. Como señala Romero, 
 los radicales no lograron traducir institucionalmente ese proceso de incorporación de vastos sectores de la sociedad a los beneficios de la prosperidad y la vida política; no, lograron que para la sociedad esas instituciones aparecieran como un valor a ser definido. No pudieron desprenderse de las antiguas prácticas  y subordinaron las nuevas a las antiguas costumbres.

Del golpe restaurador al triunfo del peronismo (1930-1943)

La década del 30 estuvo caracterizada, a nivel institucional, por una profunda crisis económica cuyas consecuencias fueron de enorme importancia  para casi todos los países del mundo, en cuanto produjo el derrumbamiento del orden liberal vigente. Las causas de la crisis son numerosas, y de acuerdo a los especialistas se han elaborado explicaciones variadas.
 En el caso especifico de América latina, ésta se vio afectada por la caída de los precios de los productos primarios que constituían la base de su inserción en el comercio internacional, circunstancia que a su vez disminuyó de manera significativa su capacidad de importar. Prácticamente todos los países de la región se vieron inmersos en una depresión; para enfrentarla debió apelarse a recursos excepcionales como el control de cambios, el proteccionismo y la búsqueda de ámbitos de negociaciones bilaterales para dar salida a sus productos exportables. Asimismo, se fue conformando un nuevo patrón de acumulación basado en el desarrollo de una industria sustitutiva de importaciones que modifico de  manera progresiva las estructuras productivas nacionales. 

En el terreno político durante los años 30 se manifestó asimismo una dramática crisis del liberalismo: el ascenso del fascismo en Italia en 1922 había sido un llamado de atención respecto del clima de posguerra, pero el triunfo de Hitler, en 1933, en un país de la importancia de Alemania mostró a hasta qué punto la situación se había modificado. Los movimientos fascistas se manifestaban claramente antimarxistas pero además definían su ideario como antiliberal, opuesto al parlamentarismo y  a la democracia tal cual la entendía el mundo occidental.

Estos problemas se  manifestaron con fuerza sobre diferentes regímenes políticos latinoamericanos: entre 1930 y 1932 se produjeron intervenciones militares en naciones tan distintas como Argentina, Brasil, Bolivia, Ecuador, Chile, Perú, Guatemala, Honduras y El Salvador. Esta situación ha llevado con frecuencia a proponer la imagen de una oleada golpista antidemocrática, pero la realidad es más compleja, atenta al hecho de que la democracia no existía en la mayor parte de los países afectados. Podría afirmarse que la incapacidad de las elites tradicionales para superar la crisis, el temor a los estallidos sociales y las influencias de las ideas corporativas provenientes del fascismo europeo, confluyeron para acentuar el papel de los militares en la coyuntura.

   La deposición del gobierno de Hipólito Yrigiyen, el 6 de Septiembre de 1930, fue el primero de los golpes efectuados por el ejército en el siglo XX y se llevó a cabo con una escasa planificación y pocos efectivos. La mayoría de los que marcharon desde la plaza Mato hacia la Casa de Gobierno eran oficiales subalternos, que sólo encontraron una resistencia simbólica.

Los jefes del golpe, unidos por una profunda hostilidad hacia Yrigoyen, estaban sin embargo divididos en el tema crucial de los objetivos más amplios del golpe de Estado. Había dos grupos bien definidos: los “nacionales”, encabezados por el general Uriburu, presidente del gobierno provisional, y los conservadores liberales, dirigidos por el general Agustín P. Justo. Los primeros se proponían suprimir las elecciones y los partidos políticos, creando un sistema tipo corporativo, muy en línea del fascismo italiano; expresaban con diferentes variantes la línea, que desde los años 20 insistía en la reivindicación de la “nación católica” frente al rumbo tomado por el país. Los liberales,  en cambio, consideraban que su tarea era restaurar la constitución, sólo que librando a la sociedad de la “demagogia”  yrigoyenista.

La inicial hegemonía de los partidarios de Uriburu tuvo corta vida: su incomprensión de la realidad social lo llevó a convocar a elecciones, en Abril de 1931, en la provincia de Buenos Aires, que dieron el triunfo a los recién defenestrados radicales. Este error de proporciones condujo inmediatamente al abandono de  sus proyectos corporativistas y a la convocatoria a elecciones generales. Las mismas se realizaron en noviembre de 1931; los radicales fueron excluidos y Justo, un radical antipersonalista que había ganado la adhesión  de los principales grupos de poder, se impuso en comicios que no se destacaron por su limpieza. Se inaugura así una época de fraude que posteriormente fue denominada “década infame”, expresión que se hizo popular. Un hombre del régimen, Federico Pinedo escribió en sus memorias que “más que parodia de elección hubo(...) negación ostensible y confesa del derecho electoral del pueblo argentino, o de una parte de él”.
 Las instituciones democráticas fueron vaciadas de contenido a los efectos de asegurar el control de la vida política por parte de “los de  siempre”. Además, diversos episodios de corrupción que se hicieron públicos a lo largo de la década –la prórroga de la concesión de servicios eléctricos en Capital Federal, Buenos Aires y Rosario a la CHADE (compañía Hispano Americana de Electricidad), el affair de la venta de tierras en El Palomar destinadas al Colegio Militar- contribuyeron a hacer más profunda la deslegitimación del sistema político. Frente a la situación, la Unión Cívica Radical optó por retornar al abstencionismo, táctica que, como vimos, había utilizado el partido para enfrentar al “régimen” en la época del orden conservador.

En un sentido amplio, puede afirmarse que estas elecciones devolvieron el poder al amplio conjunto de grupos que lo habían controlado antes de 1916: los exportadores de la pampa húmeda y la burguesía agraria de las provincias, con el respaldo del ejercito. Concordancia fue el nombre que recibió la confusa coalición de partidos que manejó  la situación política, compuesta por los conservadores tradicionales, que, desde 1931, adoptaron el nombre de Partido Demócrata Nacional, los radicales antipersonalistas, opuestos al yrigoyenismo y el Partido Socialista que aportó algunas de las figuras más prestigiosas del régimen.

La corrupción en diferentes niveles de gobierno y el fraude electoral establecieron las restricciones que experimentó la democracia durante el gobierno de Justo. Pero también es cierto que otros aspectos dieron forma a estas limitaciones. La violencia se transformó en una práctica; así el Senado aprobó una ley que reprimía el comunismo, se instaló la tortura sistemática y los malos tratos en las cárceles como medidas habituales para los presos políticos; se aplicó la ley de Residencia para expulsar a militantes comunistas (por ejemplo a los que habían participado en la huelga de la construcción de 1973); se desarrolló la represiva Sección Especial como dependencia estable del Ministerio del Interior. Al mismo tiempo, el sistema democrático  se vulneró a través del uso de las intervenciones a las provincias consideradas opositoras como un mecanismo de control.

El carácter que asumió la vida política, económica y social durante los años 30 ha generado entre los historiadores un debate conceptual acerca de la denominación de esta etapa como “restauración” o “reconstrucción oligárquica”. Los adherentes al concepto de restauración, por ejemplo, el historiador Sergio Bagú,
 conciben que la oligarquía, identificada con sectores terratenientes, es decir en tanto clase social, en los años 30, derrocó al gobierno radical con el propósito de retomar la dirección económica de la sociedad y restaurar el régimen oligárquico que había signado la etapa 1880 y 1916.

Otra perspectiva historiográfica, sustentada por Ansaldi
 entre otros, sostiene que la burguesía agraria constituyó el sector dominante de la economía argentina desde los años 1880 hasta 1945, aunque en este período se sucedieron diferentes modos de dominación política.  En este sentido, el golpe del 30 significó la falta de legitimidad de un sistema de dominación, en una coyuntura en la cual la organización de la economía besada en la exportación de productos agropecuarios estaba mostrando signos de agotamiento. Pero, si bien los sectores capitalistas agropecuarios lograron superar la crisis económica impulsando cambios en la organización de la economía argentina y también en el rol y funciones del Estado, no lograron superar la crisis política y los desafíos que planteaba el régimen democrático.  El concepto de reconstrucción oligárquica para definir el nuevo sistema de dominación que comenzó a articularse a partir de 1930, parece entonces más adecuado. Esta perspectiva acentúa la idea de que los cambios que se habían desarrollado en la sociedad argentina impidieron a la burguesía agraria restaurar el régimen oligárquico tal como se mantuvo durante el “orden conservador”.

En esta década, el ejército, conformado por un cuerpo de oficiales y militares de carrera, emergió como un nuevo actor político en la sociedad argentina. La Constitución Nacional establecía que las funciones de esta institución eran la defensa del país frente a las agresiones extranjeras y el sostén de las autoridades elegidas por el voto. Por los años 30, precisamente sete sector concibió que la democracia dirigida por los sectores políticos profesionales había llevado a la anarquía y a la crisis de los valores nacionales; por ello, era el momento en que el Ejército por sus condiciones, de manera especial su estructura jerárquica y disciplinada, debía restablecer el orden.

Entonces, los militares que estaban convencidos que el ejército representaba la defensa de los valores nacionales como así también de los principios de la religión católica, encontraron en la Iglesia Católica un interlocutor válido. Ésta se constituyó como otro actor de creciente presencia en la vida política y social argentina; en esa coyuntura entendió que el poder militar era la mejor solución para subsanar los efectos perversos del capitalismo, la democracia liberal y el socialismo. En la década del 30, entonces, la Iglesia Católica encontró un momento favorable para su reconstrucción, proponiéndose anular su separación del Estado, rechazando toda acción estatal que atentara contra sus principios. Los puntos clave fueron el mantenimiento de las disposiciones legales contrarias al divorcio y la lucha por la implantación de la enseñanza religiosa. La Acción Católica, creada en 1928, se constituyó en un verdadero grupo de presión a favor del clero, convirtiéndose en el grupo laico que bregó por difundir – a través de campañas pro afianzamiento de los principios católicos- las ideas centradas en un fuerte antiliberalismo y nacionalismo. Por cierto, entre sus filas se formaron muchos jóvenes que ingresaron en la vida política después de 1943 en la época del auge nacional – clerical, es decir, durante la primera etapa del peronismo. La Acción Católica participó de manera activa en la organización del Congreso Eucarístico  de 1934; este acontecimiento, que por su masividad puso en evidencia la popularidad de la fe católica, fue utilizado por el presidente Justo para obtener el apoyo a su gobierno, en momentos de clara crisis de legitimidad. Se inició así una etapa en la historia argentina signada por las fluidas y estrechas relaciones entre Estado, Ejército e Iglesia; frente al debilitamiento del sistema representativo y del accionar de los partidos políticos entraron en la escena política actores corporativos como la Iglesia y el Ejercito profesionalizado.

Las circunstancias políticas de los primeros años de la década del 30 estuvieron afectadas por el difícil acomodamiento económico a la crisis mundial, que afectó a la República Argentina de manera significativa en su vinculación con el mundo exterior. En efecto, la caída de los precios de los productos de exportación no sólo obligó a comprimir las importaciones sino que afectó también la capacidad de recaudación fiscal del gobierno, dado que los impuestos sobre el comercio internacional proveía de la mayor parte de los recursos. De acuerdo con las estadísticas de Maddison, el PBI del país cayó un 13,7% entre 1929 y 1932,
 por lo que el gobierno se vio obligado a adoptar medidas relacionadas con la coyuntura: el control da cambios, destinado a enfrentar la depreciación del peso centralizando todas las operaciones con divisas, marcó el comienzo de un intervencionismo estatal que en este terreno, por la vía del establecimiento de tipos de cambio diferenciales y el otorgamiento de “permiso de importación”, estuvo en condiciones de incidir sobre los precios de éstas.
 

Otras manifestaciones de la creciente presencia del Estado en la economía fueron:

· La puesta en marcha de las juntas reguladoras, destinadas a defender a los distintos sectores económicos en crisis, especialmente aquellos vinculados a la exportación. El caso de la Junta Nacional de Granos permite entender el funcionamiento de éstos organismos: compraba los cereales a los productores a precios considerados mínimamente rentables, los vendía luego a los exportadores a precios de mercado, absorbiendo las posibles pérdidas. También se crearon las Juntas Reguladoras de Carnes, de Vinos, de Algodón, de la Industria Lechera, La Comisión Regional de la Producción y la Comercialización de Yerba Mate.

· La creación en 1935 del Banco Central, con el objetivo de regular la cantidad de moneda y el crédito, adaptándolo a las necesidades de la actividad económica.

· La implementación de una política de obras públicas que, centrada sobre todo en la construcción de caminos, apuntaló el proceso de desarrollo industrial al que haremos referencia más adelante. En este sentido, se creó la Dirección Nacional de Vialidad.

Ahora bien, la intervención que se le asignaba al Estado se concebía como transitoria, y su función sólo era paliar los efectos apremiantes de la crisis.

Tal vez el acontecimiento más significativo de la década en el terreno económico, de implicancias que fueron mucho más allá de ese campo, fue el “Pacto Roca – Runciman” firmado en 1933 entre Gran Bretaña y Argentina.

El origen del mismo estaba en las nuevas realidades engendradas por la crisis. Por una parte, Gran Bretaña, en el marco de las restricciones experimentadas por el comercio internacional, estableció un sistema de referencia imperiales en la conferencia de Ottawa de 1932, por el cual se reducían las compras de carnes a la Argentina en beneficios de miembros de la Commonwealth como Australia y Nueva Zelanda. Por otra, los ingleses aspiraban a recuperar posiciones en un mercado en el que la presencia norteamericana estaba ganando posiciones de manera rápida desde la guerra.
  Además, como consecuencia del control de cambios por el gobierno argentino, las ganancias de las compañías británicas sin posibilidad de ser remitidas comenzaron a acumularse.

Rente a esta acumulación de problemas, el gobierno argentino de Justo envió, a principios de 1933, una misión encabezada por el vicepresidente  de la Nación, Julio Argentino Roca (h). Las negociaciones culminaron con un acuerdo, que se transformó rápidamente en el centro de una polémica que conmovió en ese momento a la opinión pública y se ha prolongado hasta la actualidad en los análisis de historiadores y economistas.

Los dos objetivos que se había planteado el gobierno eran los siguientes: mantener sus exportaciones de carnes en el mercado británico y aumentar la participación de los productores locales en el control de las exportaciones, de modo de negociar en los mejores términos con los frigoríficos. El primero de los mismos se alcanzó de manera razonable, al asegurarse nuestro país una cuota de participación garantizada (si bien podía negociarse reducciones). El segundo, en cambio, no se logró materializar, en tanto Gran Bretaña se limitó a conceder una participación del 15% a sus frigoríficos nacionales, que tardó varios años en hacerse efectiva. A cambio, los británicos lograban diversas medidas a favor de sus intereses: se garantizaba, a través del mecanismo del control de cambios, la cantidad de divisas necesarias para ser frente remesas corrientes dirigidas hacia Inglaterra, en un volumen igual a las ventas de productos argentinos; se asumía el compromiso de tratar en forma preferencial las inversiones británicas; se aceptaba no grabar los aranceles de importación de algunos productos británicos como el carbón.

Como se ha comentado, las evaluaciones respecto del Pacto han sido variadas: existe acuerdo mayoritario respecto a que: 1)la posición de los negociadores fue débil; 2)el acuerdo privilegiaba los intereses de los sectores ganaderos; 3) las concesiones argentinas a Inglaterra se cumplieron más que las británicas a los interese argentinos.  Las divergencias se manifiestan cuando se trata de dar respuesta a dos cuestiones: si el tratado fue conveniente, y si era inevitable. En relación con el primer tema, parase claro que nuestro país estaba en condiciones de acceder a condiciones más favorables, visto la importancia que tenía la carne argentina para Gran Bretaña, y el volumen de fondos bloqueados por el control de cambios. En el segundo, parecían que las circunstancias del momento, caracterizadas por acuerdos bilaterales, llevaba a que Argentina se recostara sobre su socio más importante. Sin duda, uno de los acontecimientos más importantes del período que estamos estudiando es el salto hacia adelante experimentado por la industria, resultado de las dificultades por el comercio exterior.  Ante la caída del poder de compra de las exportaciones se desarrolló una industrialización sustitutiva de importaciones que se centró en la producción de bienes de consumo, para resumirlo en pocas cifras, basta decir que, en 1939, el sector industrial había crecido un 39% respecto a los niveles de 1930, y representaba un total, similar a la importancia de las actividades agropecuarias.

No se trató del comienzo de la industria en la Argentina; ésta, tal cual se ha comentado, ya había adquirido una cierta importancia abasteciendo al mercado interno, vinculada sobre todo a las actividades del sector primario –frigoríficos, molino, bodegas, ingenios-, por lo que existe una continuidad en el proceso de crecimiento. Sin embargo, el impacto de la nueva realidad afectó de manera significativa al conjunto de la sociedad, en tanto se concretó un movimiento masivo de la población desde el campo hacia las ciudades, concentrándose en los alrededores de la ciudad de Buenos Aires. Esta situación modificó así mismo la actividad gremial, hasta entonces controlada por anarquistas y socialistas, si bien en un marco de bajo nivel de sindicalización, fue despuntando de manera progresiva una actitud más orientada hacia la búsqueda de reivindicaciones inmediatas que al mantenimiento de posiciones doctrinarias rígidas.

El crecimiento industrial significó un aumento sustantivo de la clase obrera. Las condiciones de vida del sector se modificaron de modo sustancial respecto de su situación histórica. Si bien es cierto que a mediados de la década del 30 el Estado tuvo cierta preocupación en materia de relación social y por ello generó mecanismos de negociación colectiva, no existió una política laboral especifica y los sectores patronales impusieron sus condiciones. En un contexto en que el salario estaba estancado, las condiciones de trabajo eran diferentes y existía un problema habitacional de dimensiones importantes, en la sociedad se gestaba un clima de descontento social. El salario real de los obreros disminuyó en un 19% entre 1929 y 1931 y alcanzó su punto más bajo en 1934. En líneas generales el costo de vida tendió a aumentar, mientras los salarios se mantuvieron o disminuyeron. Los sectores trabajadores, durante la década del 30, que fueron incorporados a partir de las necesidades del modelo de acumulación capitalista de manera masiva como fuerza laboral, lo hicieron en condiciones de inestabilidad y bajos salarios. 

En 1930, las dos tendencias obreras, sindicalistas y socialistas, habían creado la Confederación General del Trabajo(CGT) que tenía una fuerte presencia en los gremios ferroviarios, tranviarios, municipales y empleados de comercio. Su accionar durante le primer quinquenio no tuvo un perfil combativo.

Como plantea Lobato y Suriano,
 entre 1935 y 1936 se produjeron importantes acontecimientos para el movimiento obrero. Un grupo de gremialistas socialistas tomó por asalto la CGT y expulsó a los sindicalistas, que se separaron formando de Unión Sindical. Al mismo tiempo se desarrollaron conflictos sindicales que involucraron a los nuevos gremios industriales y llevaron a la huelga general de los obreros de la construcción. Estos gremios, que estaban fuera de la CGT y pertenecían al Comité Unidad Sindical Clasista, estaban orientados por el Partido Comunista. Este sector entró en la CGT y en 1936 convocó al Congreso Constituyente.

La CGT experimentó un gran crecimiento hasta 1943, pero gran parte de los trabajadores no estaban integrados en ella y, en su interior, los enfrentamientos entre socialistas y comunistas eran constantes. Recién cuando la Unión Soviética entró en la Segunda Guerra Mundial, ambos sectores exigieron al presidente Castillo la ruptura de las relaciones diplomáticas con Alemania, Italia y Japón. Sin embargo, las disidencias internas terminaron por dividir a la CGT en 1943: la CGT N° 1, encabezada por Domenech, que nucleaba a ferrocarriles, tranviarios y cerveceros y la CGT N° 2, encabezada por el socialista Pérez Leirós, que agrupaba a obreros de la construcción, gráficos, empleados de comercio, metalúrgicos, mataderos y a La Fraternidad.  

La principal diferencia radicaba en que los integrantes de la CGT N° 2 aspiraban a que la Confederación tuviera una participación más activa en las cuestiones de política nacional e internacional, en forma coordinada con los partidos políticos, mientras que la CGT N° 1 sostenía una actitud de prescindencia política, limitándose a las reivindicaciones específicamente  gremiales y a una buena relación con el gobierno, cualquiera que éste fuera. La revolución militar de 1943 encontrará al movimiento sindical escindido en dos centrales principales (CGT N° 1 y 2), la Unión Sindical Argentina (USA) y grupos de gremios autónomos de varias fuerzas. En otras palabras, un movimiento sindical relativamente debilitado.

El período presidencial que se inicia en 1938 con la formula en los comicios, integrada por Roberto M. Ortiz-Ramón S. Castillo, se caracterizó por situaciones contradictorias y una tensión creciente. En principio, la victoria electoral fue el resultado de un fraude reconocido incluso por los vencedores; se trataba de impedir por todos los medios el triunfo de la Unión Cívica Radical, que había levantado su abstencionismo en 1935. Ortiz, que provenía de las filas del radicalismo antipersonalista, tomó conciencia del nivel de la crisis de legitimidad del régimen y se propuso modificar desde el poder las prácticas políticas. Esta postura, que se manifestó en intervenciones federales a las provincias en las que se realizaran comicios fraudulentos –Catamarca y la misma provincia de Buenos Aires- chocó con los sectores más conservadores de la coalición gobernante, dispuestos a continuar con el Status quo, que se resumía en la expresión “fraude patriótico”.

La continuidad de la misma, que perecía apuntar hacia un proceso real de recuperación democrática, impulsado por sectores más lúcidos de los grupos gobernantes, se frustró como consecuencia de la enfermedad del presidente que lo obligó primero,  en julio de 1940, a delegar sus funciones en el vicepresidente, y más tarde, en junio de 1942, formalizar su renuncia. Se generó entonces una profunda crisis, resultado de la existencia de proyectos divergentes respecto al futuro político del país, en tato la situación internacional, ya de por sí complicada un papel fundamental a partir del estallido de la Segunda Guerra mundial.

El presidente Castillo recuperó las prácticas políticas que habían caracterizado toda la década: clausuró el Consejo Deliberante de la Ciudad de Buenos Aires, puso en vigencia el Estado de sitio por decreto para evitar que los opositores efectuaran propaganda pro aliada. También tomó medidas que le valió el apoyo de los sectores nacionalistas como al impulso de la flota mercante nacional y la recuperación para el Estado de las instalaciones del Puerto de Rosario, luego que había vencido su concesión.

Frente a los sucesos de 1939, el gobierno proclamó su neutralidad respondiendo a los intereses de los grupos pro-británicos que podían continuar así abasteciendo al Reino Unido, pero también al clima Pro-Eje que existía en las Fuerzas Armadas. Éste era el resultado de la difusión de un nacionalismo antiliberal y xenófobo que, desde la época de Uriburu, analizaba la vida política argentina y su pasado en términos de una duradera relación de dependencia respecto del imperio Británico. Una de las facetas del nacionalismo era la preocupación por el desarrollo industrial, a partir del objetivo de la defensa nacional y la independencia respecto de las potencias hegemónicas. El caso es que la guerra, en el ámbito estrictamente económico, introdujo serias dificultades en el comercio exterior, favoreciendo en consecuencia la continuidad de la industrialización sustitutiva e incluso la presencia en el mercado latinoamericano. Resultado de esta nueva situación fue el intento por parte del gobierno de impulsar el llamado “Plan Pinedo”, una alternativa estratégica de desarrollo económico que no se centraba exclusivamente en el sector primario,
 que promovía la intervención del Estado en la economía y medidas como la financiación de un mercado de largo plazo y una reforma financiera, la industrialización exportadora y especializada en materias primas nacionales y un acercamiento a EE.UU, el fracaso en el trámite de su aprobación parlamentaria –fue rechazado por los radicales- mostró en gran medida la “ilegitimidad de un régimen político”. Es decir, lo que se cuestionaba, en última instancia, era el sistema de dominación política.

Girbal
afirma que la propuesta de Pinedo da cuenta de la creciente hegemonía de las posiciones industrialistas, de las dificultades por las que atravesaba al comercio internacional y de la necesidad de dinamizar la alicaída demanda interna. La acción estatal es vista como la única alternativa; el tránsito del intervencionismo al dirigismo estatal en la economía avanza. Pinedo propone movilizar los recursos financieros a través del Banco Central como ente de colocación en el mercado de Bonos de Ahorro y promoviendo la transferencia y movilización de los depósitos bancarios. La falta de apoyo político de los grupos que lideraban en general Agustín P. Justo y el radical Marcelo T. De Alvear hacen naufragar el plan propuesto; “modernizante” pero tardío, con muchas cláusulas provisorias y sin contar con el respaldo de una amplia sociopolítica.

Precisamente, las posiciones en contra del imperialismo, como así también las criticas a la dependencia económica y los valores nacionales se instalaron tanto en los grupos de derecha como de izquierda. En 1935, un grupo de jóvenes radicales creó la Agrupación Fuerza de Orientación Radical de la Joven Argentina (FORJA), que pretendía recuperar las tradiciones populares proponiéndose influir en ele pensamiento político argentino para la realización nacional. El artículo primero de la Asamblea Constituyente de junio de 1935 manifestaba “que... el proceso histórico argentino en particular y el latinoamericano en general, revelan la existencia de una lucha permanentemente del pueblo en procura de su Soberanía Popular, para la realización de los fines emancipadores de la Revolución Americana, contra las oligarquías como agentes de los imperialismos en su penetración económica, política y cultural, que se oponen al total cumplimiento de los destinos de América”. Este grupo, se identificaba heredero de Yrigoyen y cuestionaba el liderazgo de Alvear en el partido, propuso una doctrina nacionalista y luchó por un pensamiento argentino hispanoamericana sin influencias europeas. Así, sostuvo las tesis de la revolución hispanoamericana y argentina asentadas en las masas populares, adoptando una posición antiimperialista frente a Gran Bretaña y Estados Unidos.

Ahora bien, en terreno el político la segunda guerra mundial contribuyó al surgimiento de un plano inclinado de deterioro del gobierno que terminó en una nueva intervención militar. En esta ocasión para impedir las elecciones que estaban programadas para septiembre de 1943, y en las que la Convergencia presentaba un candidato, el salteño Robustiano Patrón Costas, genuino representante de un orden conservador agonizante. Los conflictos entre neutralistas y pro aliados, entre nacionalistas y liberales, se trasladaron al ámbito militar y terminaron convergiendo en una oposición generalizada a la continuidad de un régimen que no brindaba ya seguridad alguna en materia de defensa ni de política exterior e incluso en el tema del control de una situación interior cada vez más convulsionada por transformaciones que abrían interrogantes serios respecto del futuro. 

La época de Perón (1943-1955)

El 4 de junio de 1943 se produjo un golpe militar que derrocó sin dificultad alguna a Ramón Castillo. Encabezado inicialmente por el general Arturo Rawson, quien fue reemplazado antes de prestar juramento. Pedro Pablo Ramírez, ministro de Guerra del presidente depuesto fue nombrado presidente. Estos incidentes mostraron desde el principio la divergencia de objetivos de los protagonistas del golpe, detrás de los cuales estaban encolumnados los principales autores políticos.

La existencia de una coincidencia unánime acerca de que el orden impuesto por los conservadores en la década del 30 estaba agotado generó expectativas en torno al nuevo gobierno más allá de las fuerzas armadas. Sin embargo, se constituyó un gabinete compuesto casi exclusivamente por militares, dentro del cual controlaba la situación una logia, El Grupo de Oficiales Unidos (GOU). Las medidas adoptadas iban claramente en sentido de restaurar un supuesto orden perdido; para ello se imponía cada vez con más fuerza una política de represión de sindicatos, partidos políticos y estudiantes universitarios. La presencia con alguna significación de nacionalistas y católicos integristas condujo a que se empezara a hablar de la función de un “nuevo orden social”, que más allá de sutilezas sonaba demasiado similar a las experiencias que habían desplegado los países del aja.

Uno de los problemas más serios y de graves consecuencias de cara al futuro lo constituyó el enfrentamiento con los Estados Unidos. La actitud de la Argentina frente  a la guerra, iniciada ya durante el gobierno de Castillo, frustró la intención norteamericana de forzar a los países latinoamericanos a participar en el conflicto y dio lugar a una tensión creciente. Para los dirigentes políticos del país del norte, acabar con los militares “fascistas” argentinos se transformó en un objetivo importante, postura que vigorizó las posiciones en el gobierno de nuestro país. La escala del conflicto tuvo consecuencias en la política interna: se fue conformando una oposición amplia y heterogénea, que planteó el enfrentamiento en clave “libertad vs. Dictadura” asimilando los bandos externos a la situación interna.

El conflicto internacional repercutió en el frente militar:  la decisión de Ramírez de abandonar la neutralidad condujo a su desplazamiento, reemplazado por quien parecía el hombre del GOU, Edelmiro Farrell. Sin embargo, la realidad era que quien se estaba transformando en la figura más influyente del gobierno era el coronel Juan Domingo Perón.

Desde un modesto puesto en la Dirección General de Trabajo, luego convertida en Secretaría, Perón desarrolló una política social importante como parte de la estrategia de búsqueda de apoyo civiles para el régimen militar. Los beneficios otorgados a los trabajadores – vacaciones, pensiones, compensaciones por accidente – acompañaron el surgimiento del rol del Estado como árbitro en los conflictos entre el capital y el trabajo. Frente a sus colegas, Perón argumentaba a favor del desarrollo de una política social para enfrentar la amenaza del comunismo: “si nosotros no hacemos la revolución pacífica, el pueblo hará la revolución violenta”.
 Simultáneamente, el nuevo hombre fuerte iba ascendiendo posiciones dentro del gobierno: con el ascenso de Farrell fue designado ministro de guerra, y más tarde vicepresidente de la nación. Sin embargo, estaba lejos de disponer de un apoyo generalizado dentro de las fuerzas armadas: los sectores nacionalistas no estaban dispuestos a ceder el poder a los partidos políticos, a quien negaban legitimidad pero también recelaban de un camarada que desde el gobierno estaba gestando las condiciones para convertirse en candidato a la presidencia de una eventual salida constitucional.

Mientras tanto, la oposición democrática avanzó en sus reclamos al compás de los éxitos aliados en la guerra. Integrada por socialistas, comunistas, demócratas progresistas, con el impulso de la mayoría del radicalismo, el apoyo de los sectores conservadores y liberales, y el accionar beligerante de Spruille Braden, embajador de los Estados Unidos, llegó a solicitar la entrega del poder a la Corte Suprema de Justicia. Una multitudinaria marcha de la Constitución y de la Libertad realizada en septiembre de 1945 terminó de concretar una amplia alianza política, que sin embargo, no estaba representada la mayoría de los sectores obreros. El gobierno perdió toda iniciativa. Declaró la guerra al eje cuando el conflicto ya finalizaba y frente a la presión de la opinión pública y de los militares que cuestionaba a Perón, forzó su renuncia a principios de octubre.

Ante esa situación, que no fue aprovechada por la oposición, se produjo un acontecimiento de enorme significación: los partidarios del coronel – que había sido encarcelado – se movilizaron y el 17 de octubre una multitud de trabajadores provenientes del cinturón industrial del Gran Buenos Aires se reunió en la plaza de Mayo reclamando la liberación de Perón. En circunstancias dramáticas se manifestaba el apoyo que la clase obrera otorgaba a quien desde el gobierno había contribuido a mejorar su situación. El giro de los acontecimientos determinó que la aposición perdiera fuerza: Perón recuperó la libertad y los militares que lo cuestionaban salieron de la escena. La presencia del coronel hablando a sus partidarios se transformó en la imagen de una nueva realidad que emergía de manera inesperada para muchos.

A los pocos días, el presidente Farrell anunció la realización de las elecciones presidenciales en febrero de 1946. Los sectores sindicales que se nucleaban alrededor de Perón se unieron en ele llamado Partido Laborista y también se contó con el apoyo de una facción minoritaria de la Unión Cívica Radical, que aportó el compañero de la fórmula de Perón, Hortensio Quijano. Los opositores al régimen militar conformaron la llamada Unión Democrática, amplio frente electoral perfilado ya antes de los sucesos del 17 de octubre. Sus candidatos, José P. Tamborini y Enrique Mosca, provenían del sector alvearista del radicalismo, y su programa era socialmente avanzado; sin embargo, el punto clave del mismo era la defensa de la democracia frente al totalitarismo. Apoyados por el embajador de los Estados Unidos, el ya citado Spruille Braden se insistió en la caracterización de Perón como agente del nazismo, lo que dio lugar a un nuevo nivel de enfrentamiento en el que los partidarios del coronel pudieron esgrimir el eslogan “Braden o Perón” para nuclear tras de sí a amplios sectores resentidos por la injerencia de la potencia hegemónica del mundo occidental en las cuestiones internas de la Argentina.

En las elecciones presidenciales del 24 de febrero de 1946, Juan Domingo Perón obtuvo el 54% de los sufragios; una ventaja de 300000votos. En las principales ciudades del país, el enfrentamiento se dio claramente en términos de clase las -clases medias y altas ante los trabajadores- pero en el resto del país las divisiones tuvieron más que ver con cuestiones locales, el apoyo de la Iglesia o la decisión de caudillos conservadores de apoyar a Perón. Como bien se ha dicho: ”Perón había ganado pero el peronismo estaba todavía por construirse”.
 

¿Cómo se realizó esta “construcción”?

La doctrina peronista se elaboró sobre la base de tres principios fundamentales: la justicia social, que se centraba en una distribución  justa de la riqueza nacional con el objetivo de aliviar las injusticias sociales; la independencia económica, tendiente a lograr una mayor autonomía respecto a los países desarrollados; y la soberanía política, plasmada en una posición alternativa frente al conflicto de la guerra fría entre los EE.UU. Y la URSS que más tarde se denominó “tercera posición”.

Con el tiempo se fue desarrollando la idea de que los distintos sectores de la sociedad debían organizarse corporativamente. Así como los trabajadores tenían como organización central a la CGT, el gobierno buscó extender el ejemplo a otros sectores. Así intentó organizar a los empresarios en la Confederación General Económica y buscó hacer lo propio con los estudiantes universitarios y otras entidades profesionales. De esta manera el Estado se vinculaba con los representantes de esas corporaciones buscando el ideal de una Comunidad Organizada.
 

Esta línea de pensamiento encontraba su inspiración en modelos políticos muy difundidos como el de Benito Mussolini, en Italia, o el de Lázaro Cárdenas, en México, y se enfrentaba con la concepción liberal del Estado. Los regímenes citados buscaban una subordinación de los poderes constitucionales del Estado en tanto el líder derivaba su legitimidad del plebiscito popular más que de esas instituciones. El Poder Ejecutivo debía primar sobre el resto de las instituciones republicanas. 

El modelo de Estado peronista buscaba el apoyo total de la sociedad, lo que se dio en denominar la “peronización” de la misma; objetivo que iba de la mano con otro, tendiente a reducir a su mínima expresión a la oposición. Dentro de este esquema, el control del gobierno se extendió, por ejemplo, a la prensa, llegando a apropiarse el diario la prensa, que fue entregado a la CGT para que se convirtiera en su órgano oficial.

Un elemento central en el proceso lo constituyó la política educativa peronista. Como consecuencias de decisiones adoptadas por el régimen instalado  en 1943 la misma se encontraba en manos de funcionarios ultranacionalistas que querían imprimir a la escuela el carácter de un regimiento. Así, se generaron demandas que prevenían no sólo de las fuerzas políticas organizadas (el espectro liberal) sino de un espacio mucho más amplio el sistema educativo argentino vivía una crisis de crecimiento. El peronismo introdujo cambios que se orientaron por una parte a la democratización del sistema: la expansión de la matricula en todos los niveles,
 la mejora de los salarios docentes y la construcción y equipamiento de numerosos edificios escolares. La enseñanza técnica recibió un impulso fundamental creó la Comisión Nacional de Aprendizaje y Orientación profesional; se organizaron escuelas fábricas, escuelas de aprendizaje, escuelas de capacitación obrera y de capacitación profesional femenina. Además, estas instituciones constituyeron un primer nivel del sistema que se completó con un segundo ciclo técnico de cuatro años de duración, que culminaba con la Universidad Obrera.

Esta política pudo llevarse a  cabo con éxito debido a las medidas redistributivas del ingreso que produjeron aumentos de salario y el mejoramiento del nivel de vida de los sectores obreros como así también, al importante nivel de inversión en educación que mantuvo el gobierno.

La democratización correspondió no sólo a las necesidades propias del modelo de desarrollo económico – el crecimiento sostenido de la industrialización requería de una mano de obra con ciertas calificaciones previas- sino también al sistema político que el peronismo construyó. Este se basó en la politización controlada de nuevos sectores y, por lo tanto, debían desplegarse mecanismos no coercitivos que encauzaran la movilización dentro de los objetivos propuestos.
 De esta manera, la manipulación del sistema educativo era parte integrante de una política más amplia destinada a la generación de consenso.
 A estos objetivos respondieron la reimplantación de la educación religiosa,
el mejoramiento de las condiciones laborales y económicas de los docentes privados a través del “estatuto del docente de escuelas privadas”, que fue acompañado del subsidio estatal a la enseñanza privada, y la incorporación de contenidos nuevos en los programas de estudio y libros de texto. En Las Universidades también se aplicó esta política de control; algunas de ellas sufrieron la intervención estatal y otras el recambio de académicos por otros más adictos al gobierno.

La centralización del sistema educativo se convirtió en condición indispensable para el logro de la democratización económica y política, proceso paulatino cuyos hitos principales lo constituyeron el mantenimiento de la intervención del Consejo Nacional de Educación y su posterior subordinación permanente bajo el control directo del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública (1947), la creación de la Secretaría de Educación en 1948 y, en 1949, su transformación en Ministerio de Educación.

Sin embargo, el sistema planteó grandes resistencias a éstos cambios. Entonces, el peronismo centró su estrategia educativa de masas en acciones predominantemente no escolarizadas, paralelas a su accionar en el sistema educativo tradicional. Entre estas acciones, que no se desarrollaban dentro del sistema (aunque a veces coincidían con acciones de las escuelas o adoptaban una forma “escolarizada”) merecen resaltarse el accionar de las Unidades Básicas, la creación de escuelas sindicales, el accionar de la fundación Eva Perón, la organización de grandes actos de masas para asistir al discurso coloquial del “líder”, la utilización de los medios de comunicación masivos y la difusión del deporte.
  

La vida cotidiana también mostró los signos de avance del régimen desarrollándose un cierto nivel de control sobre los ciudadanos que potenció la oposición de las clases medias, desde un principio ubicadas mayoritariamente en la “vereda de enfrente” de quienes intentaban impulsar una democratización social rápidamente definida como “demagógica” desde el poder.

De tal manera, el discenso político quedó reducido al ámbito parlamentario donde también se tomaron algunas medidas para acallar la opinión. La sanción de la ley de  Desacato, que permitía la expulsión de diputados incluso en esa figura y la alteración de las normas de funcionamiento del parlamento apuntaban a esa dirección. El punto culminante de esa avanzada fue la reforma de la Constitución Nacional realizada en 1949, entre cuyas medidas se introdujo la posibilidad de la reelección presidencial.

Definir el tipo de Estado que construyó Juan Domingo Perón no es tarea sencilla: opositores y adherentes han llenado cantidad de páginas intentando dar una interpretación de su naturaleza. A partir de los años inmediatos a la caída del régimen se publicaron numerosos trabajos que buscaron caracterizar el fenómeno desde diferentes posturas teóricas que implicaron diferentes presupuestos ideológicos. Los propios peronistas lo consideran una creación absolutamente original que no puede ser encapsulada en una tipología acuñada en un mundo europeo, y que incluye categorías como fascismo, bonapartismo. 

Uno de los primeros intentos de elaborar una interpretación más global del peronismo lo constituyó la obra de Jorge Abelardo Ramos,
 quién desde el marco teórico de la izquierda, utilizó el concepto de “bonapartismo” para caracterizarlo. Así, para él, la historia argentina se articulaba alrededor de la penetración del imperialismo de diferentes orígenes(británico, estadounidense y soviético). Perón se transforma en líder a partir de un movimiento masivo y espontáneo en el que la verdadera clase obrera se movilizó. De esta manera, Ramos percibe el movimiento “racional”; las limitaciones ideológicas son consecuencia de la situación dependiente del país y de la falta de educación de masas.

La interpretación clásica sobre el peronismo la elaboro Germani,
dentro del marco teórico de la llamada “teoría de la modernización”. A pesar de comparar el fenómeno con el nazismo y el fascismo europeos, establece diferencias fundamentales entre las experiencias europeas y la argentina. La peculiaridad de la experiencia argentina deriva de su proceso de modernización (más tardío respecto del europeo); así el peronismo constituyó una vía no democrática y autoritaria en la transición a esa modernidad. El análisis de Germani fue muy influyente y dio origen a numerosas variaciones; entre ellas podemos nombrar la obra de Torcuato Di Tella,
quien enmarca al peronismo dentro de los populismos de América Latina. El populismo, resumiendo su análisis, es el régimen que surge como el resultado de la existencia de grupos campesinos y trabajadores urbanos, ansiosos por obtener una participación mayor en la distribución del ingreso y en la toma de decisiones políticas sin poseer el marco organizativo adecuado para manifestar sus intereses de clase. La novedad de su interpretación radica en el énfasis puesto en la importancia en la existencia de una elite que dirigía la movilización de esos sectores. En el caso del peronismo, el sector de la elite estuvo formado por fracciones del ejército y los industriales que sentían discrepancias por sus oportunidades sociales y expectativas reales. 

El verdadero punto de ruptura en la interpretación sobre el peronismo, a partir especialmente del análisis sobre sus orígenes, fue el libro de Murmis y Portantiero.
 Para estos autores, quienes llevan nuevamente el análisis al ámbito social, el peronismo no puede ser entendido como una ruptura completa con el pasado sino que es consecuencia del proceso que vive la Argentina en la década del 30. Así, la explicación del fenómeno debe buscarse en ciertas características estructurales del desarrollo de la sociedad argentina. La formación de una alianza policlasista compuesta por trabajadores, sectores de las Fuerzas Armadas y pequeños industriales, generada por el desarrollo industrial producido en la década anterior, fue la base de sustentación del movimiento peronista. 

Laclau
 elabora un análisis general sobre el populismo desde una perspectiva marxista, llevando la discusión a un nuevo terreno: el de la ideología. Rechaza la idea de que el análisis de la base social de un movimiento político sea la clave para su comprensión, estableciendo un nivel ideológico como el componente central para su definición. El populismo, se caracterizó por su interpelación “democrático – popular” al sujeto “pueblo”. La precondición fundamental para la aparición del populismo es la existencia de una crisis en el discurso ideológico dominante, resultado de una crisis social general. La fractura en la hegemonía tradicional oligárquica se reflejó en una crisis en el discurso político dominante y una nueva posibilidad discursiva hizo su aparición: el autoritarismo democrático.

El postulado nos introduce directamente en un tema significativo: ¿es posible hablar de un Estado de bienestar en América Latina? Según Villanueva, 
 la acción del peronismo en el ámbito social no se limitó a medidas caritativas hacia los sectores más humildes sino que comprendió la incorporación al sistema político de los más carenciados. Para ello el Estado desarrolló una serie de tareas que se prolongan en el término de la seguridad social.

En lo que respecta a ésta última, el otorgamiento de derechos sociales a los trabajadores fue sin duda uno de los aspectos más relevantes y estuvo acompañado por medidas que tendieron a una mayor centralización y control por parte del Estado. Dentro de esta legislación, que respondía a los reclamos históricos del movimiento obrero, pueden enumerarse: la ley de despidos que estableció la indemnización por despidos sin causas; el establecimiento del seguro social y las jubilaciones; el estatuto del peón, que procuró mejorar las condiciones de vida y de trabajo de los sectores rurales; la creación de tribunales de trabajo; el otorgamiento de mejoras salariales; el establecimiento del aguinaldo; el reconocimiento de las asociaciones profesionales, que significó el fortalecimiento de los sindicatos como representante de los intereses de los trabajadores.

En el ámbito de la salud, por ejemplo, se crearon sucesivamente la Dirección Nacional de Salud Pública (1943), la Secretaría de Salud Pública (1946) y el Ministerio de Salud Pública (1949). La dirección de la estructura sanitaria estuvo en manos del Doctor Ramón Carrillo quien transformó la salud de la población en una cuestión del Estado, en el sentido que obtuvo una respuesta racional y una acción exclusiva de un organismo estatal como fue el Ministerio de Salud Pública. La medicina social, definida como eminentemente preventiva, se transformó en uno de los pilares del peronismo. El Estado realizó una oferta sanitaria amplia para incidir permanentemente en el medio social, económico y cultural, a fin de combatir sus males y problemas.

La política oficial tendió a cubrir los derechos de los sectores sindicalizados, pero una gran proporción de trabajadores no estaban incorporados al sistema gremial. Una parte importante de la población quedó fuera de las estructuras sindicales y su sistema de provisión de asistencias y servicios sociales. De hecho, la mitad de los empleados del Estado no estaba afiliados a ningún sindicato.
 Las políticas sociales implementadas por el peronismo, siguiendo la tradición de los gobiernos anteriores, mantuvieron su carácter sectorial atendiendo a las demandas de aquellos grupos sindicalizados con capacidad de presión sobre las autoridades, lo que evidentemente sectorializó el alcance de las políticas oficiales.

De todos modos, la inexistencia de cambios estructurales en la configuración económica del país implicó que esta política redistributiva llegara rápidamente a su fin cuando las condiciones mundiales se modificaron nuevamente. El peronismo no puede ser cabalmente comprendido si se deja de lado la figura de Eva Perón. “Evita”, como la llamaban sus seguidores, fue el canal de comunicación entre el gobierno y los sectores populares no sindicalizados. A través de la Fundación Eva Perón, que vino a reemplazar a la aristocrática Sociedad de Beneficencia, se realizaron gran cantidad de obras dirigidas a los sectores más necesitados. Para Romero, Eva se transformó en la encarnación del Estado de Bienestar.
 Eva Duarte creó, en 1948, la Fundación de Obra de Ayuda Social María Eva Duarte de Perón que luego, en 1950, dio origen a la Fundación Eva Perón cuya finalidad era obtener una base de apoyo más amplia y la incorporación al sistema de sectores sociales, trabajadores o no, que estaban excluidos de este. Así, esta institución, a través de la “ayuda social”, funcionó como el nexo que permitía la incorporación de los elementos considerados más débiles de la sociedad – los pobres, las mujeres, los niños y jóvenes, los sub empleados y desempleados- la maquinaria del régimen.
 

De esta manera, la Fundación Eva Perón, a través de la ayuda social, fue un complemento de la política de justicia social propiciada por el Estado nacional. En este marco, su obra, salvo contadas excepciones, se orientó a apoyar a los sindicatos a la creación de provedurías, o a la organización y financiamiento del pan agrario. La salud de los “humildes” fue su eje vertebrador. La creación de hospitales policlínicos cumplió un papel importante en el logro del objetivo que se había propuesto establecer el Estado en lo que respecta a la medicina asistencial sintetizada en el objetivo de una relación de una cama cada cien habitantes. Asimismo, la puesta en marcha del tren sanitario Eva Perón, que recorrió las provincias del norte argentino, equipado con elementos técnicos y con profesionales de la salud fue otras de las medidas aportadas vinculadas al mejoramiento sanitario. No puede dejar de mencionarse la creación de la Escuela de Enfermería enmarcada sin duda, en la necesidad que tuvo el Estado peronista de perfeccionar y controlar el ejercicio de los profesionales de la salud.

El peronismo, desde sus orígenes impulsó la movilización de las mujeres. Las causas de esta movilización han sido explicadas a partir de las necesidades del gobierno peronista de ampliar sus bases de sustentación social.
  El sufragio femenino otorgado en 1947, consolidó su inclusión en la política del Estado; si bien durante la campaña electoral de 1947 se esbozaron los principales rasgos de una identidad femenina – la de la mujer peronista – a partir de allí se impuso un sistema de valores que orientó las actitudes y conductas de las mujeres, posteriormente este imaginario iría cobrando rasgos más precisos de acuerdo con las mismas necesidades que es planteaban con el Estado.
 

Dicho proceso se enmarcó en uno más amplio que refundió el problema total de la ciudadanía en un molde nuevo, de carácter social. El discurso peronista negó la validez de la separación, formulada por el liberalismo, entre el Estado y la política, por un lado, y la sociedad civil por el otro. La ciudadanía ya no debía ser más definida simplemente en función de derechos individuales y relaciones dentro de la sociedad política, sino redefinida en función de la esfera económica y social de la sociedad civil. De esta manera se desafiaba en forma explícita la validez de un concepto de democracia que limitaba al goce de los derechos políticos formales, y a la vez ampliaba ese concepto hasta hacerlo incluir en la participación en la vida social y económica de la nación.
 

Para las mujeres, los dos procesos, la obtención de la ciudadanía política y social se entremezclaron. Para Plotkin
 la integración de las mujeres a la vida política era importante para el régimen por dos motivos. En primer lugar, Perón necesitaba ampliar su base política y el electorado femenino proveía territorio fértil para la obtención de nuevos votos. Pero, en segundo lugar, Perón percibía a las mujeres como misioneras potenciales que podrían esparcir el mensaje peronista en los hogares, facilitando de esta manera la obtención de la codiciada “unidad espiritual”. Para el régimen, por lo tanto, las mujeres no sólo eran importantes como votantes, sino también como madres y esposas. 

Por lo tanto, ambos desarrollos no serán contradictorios. La obtención de los derechos políticos por parte de las mujeres no significó una ruptura con las imágenes que se venían construyendo desde principios de siglo. La definición de la ciudadanía política se realiza en términos morales y funcionales a la nación. La mujer se identifica con el pueblo y con la abnegación y sacrificio atribuidas a la mujer – esposa – madre. La legitimación de la participación política para las mujeres se realiza en tanto debe defender la mesa familiar, sus hijos, el pan, el techo, los sueños. La participación política de las mujeres es legitimada del mismo modo que su ingreso al mundo del trabajo vía la defensa del hogar y de sus hijos. Por ese camino fue como se obtuvieron numerosos beneficios en le campo de los derechos políticos y sociales.

La economía en la Argentina peronista

Se ha hecho ya referencia a los problemas originados en la economía por la guerra de 1939-1945: las condiciones restrictivas que planteó el comercio Atlántico llevaron a la caída vertical de las importaciones, forzando soluciones excepcionales en cuanto a la cobertura de maquinaria y bienes de consumo. Los saldos favorables en la balanza comercial condujeron al surgimiento de una situación de excedencia de divisas que se acumularon mayoritariamente en los bancos de nuestro principal cliente, Gran Bretaña, creando una situación novedosa (y difícil) para el futuro. En el momento de la finalización de la guerra la Argentina se había visto favorecida por la colocación de altos precios de sus productos pero la posibilidad de operar con ese superávit presentaba problemas. Durante los gobiernos de Juan Domingo Perón la política económica se centró en una industrialización sustitutiva – en medida no despreciable justificada por el mismo Perón en los temores a una próxima tercer guerra mundial- y descansó en dos pilares: la nacionalización de la economía controlada por parte del Estado y la búsqueda del pleno empleo de los trabajadores elevando su nivel de vida. La intervención estatal en la vida económica y social fue planificada a través de los planes quinquenales. Si bien la diferencia inmediata era la industrialización soviética, durante la segunda pos guerra en varios países capitalistas se elaboraron planes de desarrollo que, aunque de manera fundamentalmente orientadora, reflejaban la importancia que en ese momento se le otorgaba al Estado en los asuntos económicos. El primer plan quinquenal que abarcó los años 1947-1951, planteó como objetivo fundamental la transferencia de recursos desde el agro hacia la industria. Para tal fin se creó el IAPI (Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio). La función de este organismo era monopolizar las exportaciones; el Estado compraba la producción agraria pagando precios fijos, y vendía luego esos productos a precios internacionales que estaban más altos. Con la diferencia obtenida se otorgaban créditos a la industria. Además, algunos sectores de la producción industrial se vieron beneficiados por la fijación de barreras aduaneras y por una política de subsidios y créditos, como en el caso de la industria alimenticia.

El Estado, en su nuevo rol interventor actuó como inversor directo en determinadas ramas de la industria creando compañías estatales o de capitales mixtos, como fue el caso de las industrias mecánica (de Industrias Mecánicas del Estado), siderúrgica (Sociedad Mixta Siderurgia Argentina), química (Fabricaciones Nacionales de Productos Químicos), energética (Gas del Estado y Yacimientos Carboníferos Fiscales) y transportes (Empresa de Líneas Marítimas Argentinas y Flota Aérea Mercante Argentina).

Otro punto decisivo en la política económica del gobierno peronista fue la nacionalización de empresas como el Banco Central y las empresas de ferrocarriles y teléfonos. Con respecto a la compra de los ferrocarriles hay diversas interpretaciones históricas sobre su real significado. Para algunos autores representó un ejemplo claro del programa de interdependencia económica propiciada por el peronismo, como por ejemplo para Raúl Scalabrini Ortiz;
 para otros significó una nueva victoria británica, posición sustentada entre otros, por Carlos Escudé.
 Como se ha comentado, durante la guerra se había concentrado en Londres una cantidad apreciable de libras bloqueada por la compra de productos argentinos. Esa deuda británica era muy grande para saldarla con libras convertibles a esto se suma el hecho que el estado de las empresas ferroviarias era muy malo, ya que se habían descapitalizado, las instalaciones eran obsoletas, y para finalizar producían una escasa rentabilidad. En definitiva, desprenderse de ellas no era un mal negocio. La venta fue hecha con libras bloqueadas durante la guerra anexando a ese acuerdo otro sobre compra de carnes argentinas que serían pagadas con libras convertibles. 

Durante los años 1947 y 1948, el producto bruto interno aumentó considerablemente permitiendo una redistribución del ingreso entre los sectores populares. Estos experimentaron una evidente mejora en su nivel de vida, reflejada en un mayor consumo de bienes durables y en un acceso significativo a bienes culturales antes limitados a las clases más acomodadas. Asimismo, adquirió vigor un secreto empresarial vinculado a la industria de bienes y consumo en expansión, que prosperó sobre todo a favor de la posibilidad de disponer de un mercado cerrado a la competencia exterior en el que la demanda estaba en plena expansión. Sin embargo, en los años finales de la década de 1940 se modificó totalmente el panorama económico. La recuperación de los países europeos y la inundación de sus mercados con granos norteamericanos provocó un serio declive en las exportaciones argentinas, que no podían colocar la producción agropecuaria a raíz de la política implementada por el plan Marshall de subsidiar a sus exportaciones. Debido a la tensa relación en los Estados Unidos, este país prohibió que los dólares aportados a Europa en función de plan de ayuda fueran utilizados para compras en la Argentina. Además, se sumaba el incremento de importaciones esenciales para la continuidad del proceso industrializador.

Como en otros países latinoamericanos, se llegó a un punto en el que se hicieron evidentes los límites del modelo económico industrial basado en una economía que, básicamente, seguía apoyada en los ingresos derivados de la producción agropecuaria. La opción de una industria exportadora no fue encarada de forma consecuente, además de producirse ña llegada a la región de los productos norteamericanos. El pivote del modelo de industrialización peronista había sido una política de redistribución y ésta había llegado al límite con la recuperación de las economías europeas. La continuidad de una situación de dependencia respecto de las exportaciones de productos primarios, y la necesidad de importaciones esenciales para proseguir con el proceso de industrialización condujo a que el modelo entrara en crisis a partir del sector externo, es decir un fuerte desequilibrio en la balanza de pagos. A ella contribuyeron las graves sequías de los años agrícolas 1949-1950 y 1950-1951.

  Frente a los problemas, el peronismo tenía dos opciones: modificar la orientación favoreciendo las exportaciones tradicionales, apuntando además a mejoras en la productividad industrial, lo que conducía a enfrentarse con los sectores trabajadores o continuar con la política redistributiva para mantener el apoyo de los obreros, ampliando la brecha que lo separaba de los sectores empresarios.

La crisis económica se reflejó en una saturación del mercado de trabajo, al disminuir la demanda de mano de obra, y en una creciente inflación por la persistencia en el aumento de salarios mientras la producción de bienes decaía. La respuesta del gobierno fue un plan de austeridad y estabilización lanzado en 1952 que incluía el congelamiento de los salarios y los precios.

El segundo plan quinquenal, aplicado en 1953, implicó un decisivo cambio de rumbo. El mismo tenía varios objetivos: aumentar la producción agraria en detrimento de la industrial, reducción de las importaciones, contención del gasto público, reducción de la intervención estatal de la economía y apertura a los capitales extranjeros. Sin embargo, las dificultades económicas no pudieron ser revertidas. El vuelco hacia posiciones “productivas” no sirvió para ganarse el apoyo de los sectores empresariales y la mejora de las condiciones para el sector primario no disipó el rechazo que el peronismo generaba entre los grandes productores agropecuarios. La caída de los precios agrícolas en el mercado mundial obstaculizó la acción del IAPI, y la situación de la industria no era mucho mejor: los empresarios no habían realizado nuevas inversiones tecnológicas, de manera que éstas se volvieron ineficientes y obsoletas.

Además, la apertura la capital extranjero como intento de impulsar la recuperación económica sobre nuevas bases, generó diferencias dentro del mismo partido gobernante en tanto que avanzaba sobre una de las bases del pensamiento peronista. El pre contrato firmado a principios de 1955 con la empresa estadounidense para la explotación y exploración de petróleo en Santa Cruz contribuyó a debilitar al gobierno. Para resumir, podemos afirmar que a pesar de los objetivos propuestos los logros de la nueva política económica fueron modestos: se redujo la inflación y se equilibró la balanza de pagos,  pero se apreciaron cambios más sustanciales en el agro y la industria. Ciertamente, esa política marcaba un rumbo nuevo, que sus lineamientos básicos anticipaban las políticas de los gobiernos peronistas. Su aplicación fue moderada, ya que tuvo en cuenta la necesidad de resguardar la situación de los sectores populares, situación que en cierto sentido resultó poco compatible con la ortodoxia económica que la inspiraba. Ni se recurrió a la devaluación – el gran instrumento con el que posteriormente se operaron sustanciales transferencias de ingresos entre sectores- ni se redujo el gasto público, que en buena medida subsidiaba a los sectores asalariados. En este sentido, la nueva política económica se mantenía dentro de la tradición peronista.

El Estado peronista y el movimiento obrero

Uno de los pilares de la política peronista fue su relación con los obreros a través de los sindicatos. Como hemos visto, ya desde su actuación al frente de la Secretaría de Trabajo, Perón comenzó a promulgar medidas de claros beneficios a los trabajadores: extensión del régimen de jubilaciones, leyes para los accidentes de trabajo, vacaciones pagas y aguinaldo. Como presidente se ampliaron estos beneficios incluyéndose medidas sobre alquileres urbanos, ampliación del sistema de salud y educación, construcción de viviendas, y reducción de los precios del transporte. Todas estas medidas derivaron en un aumento de la capacidad administrativa de los trabajadores que era lo que se buscaba para aumentar el consumo.

La crisis económica llevó a un nuevo diseño económico que alteró en gran parte la política implementada hasta el momento y que llevó al quiebre de la alianza gobernante. El congelamiento de los sueldos sirvió para el inicio de un ciclo de huelgas y movilizaciones obreras. La respuesta del gobierno fue el retiro de las estructuras sindicales de los dirigentes gremiales que apoyaron esas medidas de fuerza. En los últimos años se produjo un fuerte debate historiográfico acerca del tipo de vinculación entre la clase obrera y el peronismo. Los distintos análisis realizados en torno al tema, comenzaron con el estudio sobre los cambios que se habían producido en la composición de la clase obrera  a partir del proceso de industrialización que comenzó en el país en la década de 1930.

La interpretación más tradicional es la del sociólogo Germani
 que plantea una diferencia fundamental entre viejos y nuevos sectores obreros. Estos últimos provenientes en su mayor parte de las provincias del interior y de sectores rurales, tenían escasa experiencia gremial; no se concebían a sí mismos como integrantes de una clase, prevaleciendo en ellos un acentuado individualismo. Frente a estos nuevos obreros, los viejos eran en su mayoría de origen europeo, tenían una alta conciencia de clase y anteriores prácticas sindicales. Según esta diferenciación, Germani plantea que las nuevas masas obreras pudieron ser manipuladas a su gusto por el Estado al no contar con experiencias previas políticas ni sindicales. La aparición de un caudillo astuto que manipulaba a los sindicatos desde las estructuras del Estado operó como organizador del movimiento obrero, dentro del cual coexistían dos sectores, uno autónomo y radicalizado y otro más politizado con deseos de integrarse al sistema político.

Esta interpretación fue cuestionada por nuevos enfoques que en su conjunto niegan la división del movimiento obrero  en dos sectores planteando, por el contrario, la homogeneidad de su accionar, sin que pueda hablarse de una ruptura antes y después del peronismo. 

Entre esas nuevas interpretaciones puede mencionares la de Murmis y Portantiero
 que contrariamente al planteo de Germani consideran que el apoyo al peronismo provino de un movimiento obrero unificado consciente de su posición de clase obrera marginada de la redistribución de los ingresos. El apoyo al Estado peronista no participaron solamente los sectores obreros recién ingresados a la economía industrial sino que contaron con la presencia de viejos dirigentes sindicales que fueron los que más peso tuvieron en la formación de la alianza.

Horowitz
 retrotrae la relación entre los sindicatos y el Estado a la época radical: en ese período el gobierno utilizó las negociaciones con las organizaciones obreras como una forma de apaciguar los conflictos sociales derivados del proceso industrializador. Desde la otra óptica, para los sindicatos significó una vía posible para la adquisición de las reivindicaciones sociales. 

A su vez, desde la perspectiva del Campo
 el mayor logro del peronismo fue  el haber reunido dentro del movimiento obrero a dos tendencias existentes en etapas previas: La que se definía como apolítica, representada por los grupos sindicalistas revolucionarios y los sectores políticos que se vinculaban a los partidos políticos de izquierda como el socialismo y el comunismo.

Un aporte fundamental para el análisis de la cuestión lo constituyeron los trabajos de Torre,
 quien aborda la relación entre Perón y los sectores obreros antes del 17 de octubre. Señala la importancia de la iniciativa estratégica de Perón al convocar a los dirigentes sindicales formados en la difícil época de los años treinta. De allí su denominación de “vieja guardia sindical” (de orientación socialista y sindical), quienes optaron por responder preocupados por su supervivencia; la propuesta de Perón generó una estrategia oportunista: las mejoras ofrecidas eran demasiado importantes como para rechazarlas sin perder el apoyo de los sectores trabajadores a su conducción. Esta conformidad muestra principalmente un cambio en la actitud del Estado, no del movimiento obrero. Sin embargo, no hubo una alineación completa y total en ese momento con el liderazgo peronista, situación que se consolidará en el contexto político posterior.

Finalmente, James
 analiza la relación entre el Estado peronista y la clase trabajadora, afirmando que tanto social como políticamente el peronismo logró el control de los trabajadores. Si bien el conflicto de clases no fue en modo alguno abolido, así como no se cumplió el idilio de armonía social retratado por la propaganda oficial, las relaciones entre capital y trabajo por cierto mejoraron. Varias razones propone para explicar el éxito de esa relación. En principio, la capacidad de la clase trabajadora para satisfacer sus aspiraciones materiales dentro de los parámetros ofrecidos por el Estado; a lo que se sumó el prestigio personal de Perón. Es preciso, además, tomar en consideración la habilidad del Estado y su aparato cultural, político e ideológico para promover e inculcar nociones de armonía e intereses comunes de las clases.

Este autor advierte también sobre la necesidad de evitar el análisis exclusivamente en función de la manipulación y control social. La eficacia de la ideología oficial dependió en forma decisiva de su capacidad para asociarse con las percepciones y la experiencia de la clase trabajadora. La retórica peronista, como cualquier otra, derivó su influjo en definitiva, de su aptitud para decirle a su público lo que éste deseaba escuchar. Entre los obreros existía receptividad, sustentada en la sensación de haber recobrado la dignidad y el respeto propio.

Por lo tanto, para el autor, el apoyo que los trabajadores dieron a Perón no se fundó exclusivamente en su experiencia de clase en las fábricas. Fue también una adhesión de índole política generada por una forma particular de movilización y discurso político. La clase trabajadora no llegó al peronismo ya plenamente formada y se limitó a  adoptar esa causa y su retórica como el más conveniente de los vehículos disponibles para satisfacer sus necesidades materiales. En un sentido importante, la clase trabajadora misma fue constituida por Perón; su propia identificación como fuerza social y política dentro de la sociedad nacional fue, al menos en parte, construida por el discurso político peronista, que ofreció a los trabajadores soluciones viables para sus problemas y una visión creíble de la sociedad argentina y el papel que les correspondía en ella. Éste fue evidentemente un proceso complejo.

El Estado peronista y la Iglesia

La relación del peronismo con la Iglesia también ha concitado el análisis de los historiadores que intentaron explicar el por qué de un vínculo que empezó con un papel muy importante jugado por la Iglesia en la legitimación del nacimiento del peronismo hasta el alineamiento detrás de los opositores al régimen que llevaron a su caída diez años después.

El vínculo armónico que caracterizó al primer gobierno se centraba en la aplicación, por parte del gobierno, de las ideas del catolicismo social: la noción de armonía social reemplazó a la de la lucha de clases sostenida por la izquierda. La misma Iglesia había llamado a votar por Perón en las elecciones de 1946, y el gobierno respondió al compromiso con distintas medidas (algunas de las cuales se remontaban al gobierno militar instalado en 1943) como el mantenimiento de la enseñanza religiosa en las escuelas y mayores aportes económicos a la Iglesia. Esta coincidencia de intereses y la reivindicación de los ideales católicos por parte del gobierno le aseguró a éste un apoyo de las instituciones católicas y de la mayoría de los creyentes.

La llegada de Perón fue percibida como el contexto propicio para lograr un “nuevo orden católico” (ni liberal, ni comunista), sobre todo, cuando el presidente comenzó a actuar en ese sentido, apelando a las encíclicas y recurriendo a un universo semántico y simbólico similar del catolicismo social. Perecía, entonces, que el Estado volvía a su esencia católica. Pero, cuando el peronismo pretendió encarar la nación católica considerándose a sí mismo como su natural vehículo en el orden temporal, se generaron las contradicciones entre el Estado y la Iglesia.

Al respecto, Zanatta
 sostiene que en la autorepresentación dominante no había duda de que el gobierno de Perón estaba transformando en realidad el mito de la “nación católica”. Desde esa perspectiva, a la Iglesia no le cabía otro papel más que el de colaborar en su obra.

Sin embargo, esta relación de armonía comenzó a deteriorarse en el segundo gobierno de Perón cuando el Estado impulsó una mayor intervención en la sociedad ocupando áreas que hasta el momento se encontraban en manos de instituciones religiosas. De manera especial, la Fundación Eva Perón fue la que produjo la mayor resistencia por parte de la Iglesia, que la veía como una competidora en el ámbito de la caridad social. Igualmente rechazadas fueron las iniciativas del gobierno por captar a los jóvenes (a través de la Unión de Estudiantes Secundarios) y a las mujeres (mediante la creación del Partido Peronista Femenino). Estas medidas sociales del gobierno se vieron acompañadas de disposiciones legislativas que generaron la reacción eclesiástica, como la sanción del divorcio vincular, la legitimación de hijos ilegítimos, la eliminación de la enseñanza religiosa en las escuelas y la suspención de los aportes estatales a los institutos de enseñanza privada religiosa. 

Pero en 1949, en ocasión de la reforma constitucional y vinculada a la cuestión del patronato, el conflicto ya estaba instalado; en ultima instancia la tensión se profundizaba ya que la Iglesia veía menguada su aspiración de edificar un régimen de cristiandad y conservar su independencia. No obstante el quiebre definitivo recién cristalizo en 1954.

Se desencadenó entonces un proceso que finalizó en un abierto conflicto. El gobierno acusaba a la curia y a las instituciones vinculadas a la Iglesia, como el recientemente creado Partido Demócrata Cristiano y a la Acción Católica, de ser los principales opositores a su gobierno y de incentivar movilizaciones antigubernamentales aprovechando las festividades religiosas. La Iglesia criticaba las medidas anticlericales del gobierno y lo consideraba responsable de incentivar la oposición a la institución religiosa. Zanatta
 señala como eventos más dramáticos de este conflicto “desde el bombardeo de la Marina a la Plaza de Mayo hasta el incendio de las iglesias por parte de los secuaces de Perón,; desde la activa conspiración antiperonista de numerosos católicos hasta la prisión, por parte de gobierno, de muchos de ellos y de prestigiosos sacerdotes, hasta la expulsión de los obispos”.

El 7 de junio de 1955, el Episcopado argentino firmó una declaración en la cual denunciaba la persecución religiosa y el establecimiento de medidas como la supresión de la Dirección General y de la Inspección General de Enseñanza Religiosa, la derogación de la enseñanza religiosa en las escuelas públicas, la ley sobre reuniones públicas que implicaba que los católicos perdían la libertad para realizar manifestaciones públicas de carácter religioso, la ley de divorcio, el decreto sobre la ley de profilaxis que restablecía la prostitución reglamentada la derogación de la exención de impuestos, y la ley de reformas reforma constitucional que preveía separar la iglesia del Estado, a fin de asegurar la efectiva libertad e igualdad de cultos.

Cristalizaba así la atención generada por el fracaso de la Iglesia en edificar un régimen de cristiandad frente a la consolidación de un movimiento político como el peronismo. Éste terminó por secularizar la doctrina y los programas católicos. Como plantea Zanatta, 
 parecía entonces que había llegada a su ocaso toda opción de creación de un orden teocrático. 

Diversas han sido las interpretaciones que intentaron desentrañar el motivo del giro que se produjo en las relaciones entre el Estado peronista y la Iglesia. A pesar de sus diferencias, todas coinciden en señalar el año 1949 como el punto de inflexión. Algunas han explicado el conflicto, en función del enfrentamiento entre un catolicismo peronista de naturaleza básicamente popular y férreo conservadurismo de la jerarquía eclesiástica. Otros autores parten de la premisa de la heterogeneidad del movimiento peronista, que permitió la entrada de personajes contrarios a la inspiración católica que primó en el primer gobierno de Perón. Según esta interpretación, el ingreso de masones, comunistas y anticlericales había llevado al enfrentamiento con la Iglesia.

Análisis más recientes se centran en las medidas del gobierno, que buscaban la emancipación de los sectores populares produciendo una secularización de la doctrina católica como “una anticipación de las reformas que veinte años más tarde habrían sacudido a la Iglesia y en particular las corrientes teológicas y pastorales basadas en la opción por los pobres y de la crítica al carácter jerárquico de la institución eclesiástica”. 
 

La caída de Perón

Los años anteriores a 1955 mostraron hasta qué punto el peronismo fue generando oposiciones en distintos ámbitos de la sociedad argentina. 

La oposición política comenzó a despertarse incentivada por la fuerte conflictividad social que aglutinaba a sindicalistas (que luchaban por aumentos salariales) e industriales (que querían volver al esquema proteccionista anterior). Otros sectores influyentes de la sociedad, como el ya comentado de la iglesia, contribuyeron a profundizar la crisis del régimen. 

Sin embargo, es preciso hacer referencia a un factor de importancia: el período peronista estuvo atravesado por un fuerte conflicto cultural mucho más virulento que el estrictamente social, que enfrentó a la “oligarquía” y al “pueblo”. Lo popular combinaba las dimensiones trabajadora e integrativa, ya que carecía de aquellos componentes clasistas que, en otras sociedades, se manifiestan en una cultura cerrada centrada en sí misma. No se apoyó en un modelo cultural diferente del establecido sino que trató, de manera diferente y más amplia, de apropiarse de él, de participar de algo juzgado valioso y ajeno. En esa perspectiva, la oligarquía – fría y egoísta – era quien pretendía restringir el acceso a esos bienes y excluir al pueblo. Se trataba de una definición precisa en cierto sentido, pero sobre todo ético, pero socialmente muy difusa y permitía combinar un violento ataque discursivo con escasas acciones concretas en contra de los supuesto destinatarios. 

Inversamente, desde la oposición, la resistencia alas prácticas políticas del peronismo se combinaban con la indignación ante la manera que se llevó adelante el proceso de democratización socia. Por lo tanto, se sumó la reacción frente a la invasión popular de los espacios considerados propios con la ira ante la pérdida de la deferencia y el respeto, que juzgaban producto de las medidas demagógicas del régimen. Su respuesta fue, junto con el ataque al régimen, la ridiculización del recién llegado, tanto del nuevo rico como del humilde habitante urbano incapaz de manejar con destreza los instrumentos de la nueva cultura o de comprender sus claves, y a menudo encandilado con sus manifestaciones más superficiales.
 

Como consecuencia de esta realidad, la situación experimentó un sensible deterioro y se generó así un creciente descontento. Las Fuerzas Armadas se constituyeron paulatinamente en el centro de la oposición. En junio se produjo un intento fallido que incluyó un bombardeo aéreo sobre la ciudad de Buenos Aires. Finalmente, un nuevo golpe militar liderado por Isaac Rojas, Pedro Aramburu y Eduardo Lonardi destituyó a Perón y estableció un gobierno de facto.

Cronología de las presidencias en el período 1862-1955




1862-1868:  Bartolomé Mitre- Marcos Paz


1868-1874:   Domingo Faustino Sarmiento-Adolfo Alsina


1874-1880:   Nicolás Avellaneda-Mariano Acosta


1880-1886:   Julio Argentino Roca-Francisco Madero


1886-1890:   Miguel Juarez Celman-Carlos Pellegrini


1890-1892:   Carlos Pellegrini (completa el mandato por renuncia presidencial)


1892-1895:   Luis sáenz Peña-José Evaristo Uriburu


1895-1898: José Evaristo Uriburu (completa el mandato por renuncia presidencial)


1898-1904:   Julio Argentino Roca-Quirno Costa


1904-1906: Manuel Quintana-José Figueroa Alcorta


1906-1910: José Figueroa Alcorta (completa el mandato por enfermedad del presidente.


1910-1914: Roque Sáenz Peña-Victorino de la Plaza


1914-1916: Victorino de la Plaza (completa período presidencial por enfermedad del presidente)


1916-1922:   Hipólito Yrigoyen- Pelagio luna


1922-1928: Marcelo Torcuato de Alvear- Elpidio González


1828-1930: Hipólito Yrigoyen- Francisco Beiró


1930:          Golpe de Estado encabezado por Uriburu 


1930-1932: José Félix Uriburu


1932:          Normalización constitucional con proscripción


1932-1938: Agustín P. Justo – Julio Argentino Roca (h)


1938-1940: Roberto Castillo – Ramón Castillo


1940-1943: Ramón Castillo (continúa período por renuncia)


1943:           Golpe de Estado. Revolución de Junio.


1943:           Arturo Rawson, desplazado


1943:           Pedro Ramirez (destituído)


1943-1946:  Edelmiro Farrel


1946:           Normalización constitucional


1946-1952:  Juan Domingo Perón- Hortensio Quijano


1952-1955: Juan Domingo Perón- Albertp Tessaire 


1955:          Golpe de Estado: Revolución Libertadora
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